
INICIATIVAS DE LEGISLADORAS Y LEGISLA-
DORES

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Continuamos con el capítulo de presentación de iniciativas,
y en consecuencia, tiene la palabra, por cinco minutos, la
diputada Yolanda De la Torre Valdez, del Grupo Parlamen-
tario del PRI, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia.

La diputada Yolanda De la Torre Valdez: Con su permi-
so, diputado presidente; con su venia, diputado coordina-
dor César Camacho Quiroz; senador Ismael Hernández
Deras.

Legisladoras y legisladores, me permito presentar ante us-
tedes, la presente iniciativa de reforma integral y de armo-
nización de la Ley General de Acceso a las Mujeres a una
Libre de Violencia. Esta ley, materia de la presente inicia-
tiva, es producto de una larga lucha de las mujeres en este
país, legisladoras federales, académicas, campesinas, obre-
ras, investigadoras, funcionarias, organizaciones de la so-
ciedad civil y de muchos, muchos aliados y comprometi-
dos con los derechos humanos, como lo han sido un gran
número de legisladores, varones que nos han acompañado
a las mujeres.

Especialmente me parece oportuno reconocer el compro-
miso del presidente Enrique Peña Nieto con las mujeres, y
para muestra un botón. Me refiero a la iniciativa de paridad
que envió al Congreso y que hoy, hoy es una realidad, por-
que hoy somos 211 mujeres legisladoras en la Cámara de
Diputados que con nuestra visión, compromiso, talento y
amor por México, legislamos con perspectiva de género,
pero especialmente legislamos con mirada de mujer.

La violencia contra las mujeres es la raíz de muchos pro-
blemas sociales y afecta el avance de los estados democrá-
ticos y el desarrollo familiar. La violencia de género, no so-

lo daña, lastima y lacera la dignidad de las mujeres, ofen-
de y agrede a la sociedad en su conjunto.

La intención de la presente iniciativa se inscribe dentro del
proceso de armonización legislativa del 1o, del 4o y del
133 constitucionales y recomendaciones a tratados interna-
cionales suscritos por nuestro país, además incorpora bue-
nas prácticas de las legislaciones estatales.

Entre otras cuestiones plantea la incorporación de nuevos
principios rectores para ser observados por la misma.
Igualdad sustantiva, pluriculturalidad, interés superior de
la niñez, accesibilidad, transversalidad. Además se propo-
ne la adición de nuevos derechos de las víctimas como la
reparación integral del daño y la garantía de no victimiza-
ción secundaria, entre otros derechos más.

En el capítulo de definiciones incorporamos nuevos con-
ceptos al mismo que permitirán una clara interpretación y
alcance de la ley, además se incorporan dos nuevas moda-
lidades de violencia: 

La primera, la violencia obstétrica. Todos y todas sabemos
de familiares, de amigos, de amigas o en plena campaña,
especialmente las mujeres cuando nos dicen que labor de
parto, que no es común pero pasa, y es una realidad, cómo
les gritan, las regañan, les dicen cállate, no grites, o hacen
alusión a su vida sexual, o las obligan a pujar cuando aun
no están en labor de parto. Lo que pasa en las salas de par-
to lo sabemos en todas las familias.

Hemos cambiado en México pero falta mucho por hacer y
consideramos que debe quedar: Además se propone crear
programas de capacitación para el personal de salud para
identificar y evitar la violencia obstétrica contra las muje-
res con un enfoque de protección y garantía de derechos
humanos.

Además se propone incorporar la violencia política y con-
ceptualizar este tipo de violencia que la propia Convención
sobre los Derechos de Eliminación de todas las Formas de
Discriminación Contra la Mujer (SEDAW) mandata a los
Estados parte a trabajar en ella, así como la obligación de
los partidos políticos de diseñar programas con perspectiva
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de género al interior de su militancia encaminadas al em-
poderamiento de las mujeres, poniendo y previendo toda
forma de violencia y discriminación.

En materia de las órdenes de protección y emergencia se
consagra en la propia ley que ya están ahí, las cuales son
personalísimas e intransferibles y hasta por 782 horas se
propone la ampliación de la temporalidad de las mismas
vía la prórroga, con el fin de que el juzgador esté en posi-
bilidades de valorar la situación en el caso concreto, con el
fin de mejor proveer en la eficiencia de la protección de la
víctima.

Contempla la armonización con perspectiva de inclusión
para incorporar la protección más amplia a las mujeres y
niñas con discapacidad considerando además la inclusión
de la lengua de señas mexicana o cualquier otro medio al-
ternativo o aumentativo de comunicación que las mujeres
con discapacidad requieren, y por supuesto, considerar la
disposición de intérpretes que garanticen la accesibilidad
de las mujeres con discapacidad a la información. Todos
los derechos para todas las mujeres.

Estos aspectos enumerados, entre otros más, son motivo de
la presente iniciativa. Erradicar la violencia contra las mu-
jeres significa erradicar la violencia de la sociedad. La rea-
lidad social está en permanente movimiento, la realidad ju-
rídica debe de estar a la altura que se demanda. Por su
apoyo y atención, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia, suscrita por las diputadas Yolanda De la
Torre Valdez y Carolina Monroy del Mazo, del Grupo Par-
lamentario del PRI

Las suscritas diputadas Yolanda De la Torre Valdez y Ca-
rolina Monroy del Mazo, integrantes del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás aplicables del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someten a la consi-
deración de esta asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General de Acceso a las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, en materia de de-
rechos humanos, accesibilidad, violencia política y obsté-
trica, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La violencia contra las mujeres es una violación de los de-
rechos humanos, es también una de las principales conse-
cuencias de la discriminación a la que diariamente se en-
frenta este grupo, resultante de una arraigada y continua
desigualdad por razones de género, que impide el acceso al
ejercicio pleno de la totalidad de los derechos humanos que
garantiza la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y la observancia de los compromisos interna-
cionales en materia de derechos humanos de las mujeres.

La violencia contra las mujeres es la raíz de muchos pro-
blemas sociales y afecta el avance de los estados democrá-
ticos y del desarrollo familiar, pues la violencia contra las
mujeres no solamente lesiona a las personas y vulnera su
integridad y dignidad humana, sino por resultado daña a to-
das las personas dentro del entorno.

En tal virtud la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, establece en su artículo primero la definición
sobre las relaciones entre el estado y las personas, al darle
al estado el centro de actuación en materia de los derechos
fundamentales, de tal forma que “… las autoridades de to-
dos los niveles no solamente deben respetar los derechos
mediante conductas de abstención, sino que deben hacer
todo lo que este? a su alcance para lograr la eficacia plena
de los derechos, sin poder esgrimir ningún tipo de estruc-
turación competencial...”1, lo cual conduce a realizar ac-
ciones específicas para garantizar los derechos humanos de
acuerdo a circunstancias particulares de ciertos grupos, sin-
gularmente para efectos de esta iniciativa, en las mujeres.

La discriminación según la ley en materia, se define como
: “toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que,
por acción u omisión, con intención o sin ella, no sea obje-
tiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o resulta-
do obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el
reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos
y libertades, cuando se base en uno o más de los siguientes
motivos: el origen étnico o nacional, el color de piel, la cul-
tura, el sexo, el género, la edad, las discapacidades, la con-
dición social, económica, de salud o jurídica, la religión, la
apariencia física, las características genéticas, la situación
migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las prefe-
rencias sexuales, la identidad o filiación política, el estado
civil, la situación familiar, las responsabilidades familiares,
el idioma, los antecedentes penales o cualquier otro moti-
vo”2. El artículo 1o. constitucional establece claramente
como uno de sus principios “la no discriminación”, expli-



cándose como una línea de acción para cumplir con lo dis-
puesto no sólo en la Carta Magna, si no en los tratados so-
bre derechos humanos suscritos por el estado en la materia.

La disposición constitucional establece que “Las normas
relativas a los derechos humanos se interpretaran de con-
formidad con esta Constitución y con los Tratados Interna-
cionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las
personas la protección más amplia”3, la cual es reconocida
como el principio pro persona, definida en la doctrina ju-
rídica como “un criterio hermenéutico en virtud del cual
debe acudirse a la norma más amplia o a la interpretación
más extensiva cuando se trate de reconocer derechos pro-
tegidos y, de manera inversa, a la norma o a la interpreta-
ción menos restrictiva cuando se trata de establecer limita-
ciones permanentes al ejercicio de los derechos o de su
suspensión extraordinaria”4, en consecuencia la presente
iniciativa versa en extender el alcance de las normas jurí-
dicas sujetas a reforma con la intención firme de adoptar
términos y ejes transversales para que el estado cuente con
elementos de referencia y acción, para garantizar, proteger
y promover los derechos de las mujeres. Extendiendo la
conformidad del artículo 2o. de la ley sujeta a reforma, con
el artículo 1o. constitucional, puntualizando que esta nor-
ma legal protege un bien jurídico a través de los principios
de no discriminación y pro persona, contenido en el citado
artículo.

En virtud que la ley es un ente en permanente cambio y
adaptación a la realidad de las sociedades y los individuos,
es necesario adoptar los términos de referencia que permi-
tan una adecuada armonía entre los diversos órdenes jerár-
quicos de las normas jurídicas, comprendiendo la superio-
ridad de la Constitución y los tratados internacionales en
materia de derechos humanos, bajo el mandato del artículo
133 de la Carta Magna, citado a continuación.

Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso
de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que
estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se ce-
lebren por el presidente de la República, con aprobación
del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión.
Los jueces de cada estado se arreglarán a dicha Consti-
tución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en
contrario que pueda haber en las constituciones o leyes
de los estados5.

Los tratados internacionales en materia de derechos huma-
nos son considerados ley suprema de acuerdo al artículo

133 constitucional6 Por lo que la intención de la presente
iniciativa se suscribe dentro del proceso de armonización
de la normatividad general, de acuerdo al texto del artícu-
lo 1o. constitucional que establece una serie de obligacio-
nes del Estado mexicano, como parte de los tratados inter-
nacionales, teniendo la responsabilidad de cumplir de
manera amplia y beneficiosa para las personas. En conse-
cuencia se citan a continuación aquellos que se vinculan
con los intereses que persigue esta iniciativa:

i. La Convención sobre la eliminación de todas las for-
mas de discriminación contra la mujer, (Cedaw), fue
aprobada por la Asamblea General de la Organización
de las Naciones Unidas (ONU) el 18 de diciembre de
1979, ratificada en 1981, es el principal instrumento de
referencia, del cual se citan a continuación aquellos ar-
tículos que convienen a esta exposición de motivos7.

a. Artículo 2. Los estados parte condenan la discri-
minación contra la mujer en todas sus formas, con-
vienen en seguir, por todos los medios apropiados y
sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la
discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se
comprometen a:

• a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus cons-
tituciones nacionales y en cualquier otra legisla-
ción apropiada el principio de la igualdad del
hombre y de la mujer y asegurar por ley u otros
medios apropiados la realización práctica de ese
principio;

• f) Adaptar todos las medidas adecuadas, incluso
de carácter legislativo, para modificar o derogar le-
yes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan
discriminación contra la mujer;

b. Artículo 7. Los estados parte tomarán todas las
medidas apropiadas para eliminar la discrimina-
ción contra la mujer en la vida política y pública
del país y, en particular, garantizando, en igualdad
de condiciones con los hombres el derecho a:

• a) Votar en todas las elecciones y referéndums pú-
blicos y ser elegibles para todos los organismos cu-
yos miembros sean objeto de elecciones públicas;

• b) Participar en la formulación de las políticas
gubernamentales y en la ejecución de éstas, y
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ocupar cargos públicos y ejercer todas las fun-
ciones públicas en todos los planos gubernamen-
tales;

• c) Participar en organizaciones y asociaciones no
gubernamentales que se ocupen de la vida pública y
política del país.

c. Artículo 12 

• 1. Los estados parte adoptarán todas las medi-
das apropiadas para eliminar la discriminación
contra la mujer en la esfera de la atención médi-
ca a fin de asegurar, en condiciones de igualdad en-
tre hombres y mujeres, el acceso a servicios de
atención médica, inclusive los que se refieren a la
planificación de la familia.

• 2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1
supra, los estados parte garantizarán a la mujer
servicios apropiados en relación con el embara-
zo, el parto y el periodo posterior al parto, pro-
porcionando servicios gratuitos cuando fuere nece-
sario y le asegurarán una nutrición adecuada
durante el embarazo y la lactancia.

ii. La Convención Interamericana para prevenir,
sancionar y erradicar la violencia contra la Mujer
conocida igualmente como Convención de Belem
Do Pará, (CBDP), fue aprobada en el seno de la Or-
ganización de Estados Americanos (OEA), en el
año de 1994, contiene directrices para que los esta-
dos parte prevengan, erradiquen y sancionen las
formas de violencia contra las mujeres; como fruto
de esta convención se creó en la normatividad me-
xicana la Ley de acceso a las mujeres a una vida li-
bre de violencia, entre las cuales se citan las si-
guientes:8

a. Artículo 3. Toda mujer tiene derecho a una vi-
da libre de violencia, tanto en el ámbito público
como en el privado.

b. Artículo 4. Toda mujer tiene derecho al reco-
nocimiento, goce, ejercicio y protección de todos
los derechos humanos y a las libertades consa-
gradas por los instrumentos regionales e inter-
nacionales sobre derechos humanos. Estos dere-
chos comprenden, entre otros:

• el derecho a que se respete su integridad física,
psíquica y moral;

• el derecho a un recurso sencillo y rápido ante
los tribunales competentes, que la ampare con-
tra actos que violen sus derechos;

c. Artículo 5:  Toda mujer podrá ejercer libre y
plenamente sus derechos civiles, políticos, econó-
micos, sociales y culturales y contará con la total
protección de esos derechos consagrados en los ins-
trumentos regionales e internacionales sobre dere-
chos humanos. Los estados parte reconocen que la
violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio
de esos derechos.

d. Artículo 7. Los estados parte condenan todas
las formas de violencia contra la mujer y convie-
nen en adoptar, por todos los medios apropiados y
sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, san-
cionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo
lo siguiente:

• c. incluir en su legislación interna normas penales,
civiles y administrativas, así como las de otra natu-
raleza que sean necesarias para prevenir, sancionar
y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las
medidas administrativas apropiadas que sean del
caso;

• g. establecer los mecanismos judiciales y admi-
nistrativos necesarios para asegurar que la mujer
objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarci-
miento, reparación del daño u otros medios de com-
pensación justos y eficaces, y

• h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra
índole que sean necesarias para hacer efectiva esta
convención.

iii. La Convención sobre los Derechos de las Perso-
nas con Discapacidad, fue impulsada por nuestro
país a través de un mexicano universal Gilberto
Rincón Gallardo y Meltis, fue aprobada el 13 de di-
ciembre de 2006, dando como origen dentro del
marco jurídico nacional a la Ley General para la In-
clusión de las Personas con Discapacidad; la inten-
ción de referencia de este instrumento de derechos
humanos internacional se refiere en cuanto a la adi-
ción del principio de accesibilidad y la armoniza-



ción de la LGAMVLV junto con la convención, a
efectos de la siguiente exposición de motivos se ci-
ta a continuación lo siguiente9:

a. Artículo 3 Principios generales. Los principios
de la presente convención serán: 

• a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía in-
dividual, incluida la libertad de tomar las propias deci-
siones, y la independencia de las personas; 

• b) La no discriminación; 

• c) La participación e inclusión plenas y efecti-
vas en la sociedad; 

f) La accesibilidad; 

g) La igualdad entre el hombre y la mujer; 

b. Artículo 6. Mujeres con discapacidad 

• 1. Los estados parte reconocen que las mujeres
y niñas con discapacidad están sujetas a múlti-
ples formas de discriminación y, a ese respecto,
adoptarán medidas para asegurar que puedan dis-
frutar plenamente y en igualdad de condiciones de
todos los derechos humanos y libertades fundamen-
tales. 

• 2. Los estados parte tomarán todas las medidas
pertinentes para asegurar el pleno desarrollo,
adelanto y potenciación de la mujer, con el pro-
pósito de garantizarle el ejercicio y goce de los de-
rechos humanos y las libertades fundamentales es-
tablecidos en la presente convención. 

a. Artículo 9. Accesibilidad

• 1. A fin de que las personas con discapacidad pue-
dan vivir en forma independiente y participar ple-
namente en todos los aspectos de la vida, los Esta-
dos Partes adoptarán medidas pertinentes para
asegurar el acceso de las personas con discapaci-
dad, en igualdad de condiciones con las demás, al
entorno físico, el transporte, la información y las
comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecno-
logías de la información y las comunicaciones, y a
otros servicios e instalaciones abiertos al público o
de uso público, tanto en zonas urbanas como rura-

les. Estas medidas, que incluirán la identificación y
eliminación de obstáculos y barreras de acceso.

d. Artículo 16. Protección contra la explotación,
la violencia y el abuso 

• 1. Los estados parte adoptarán todas las medi-
das de carácter legislativo, administrativo, social,
educativo y de otra índole que sean pertinentes
para proteger a las personas con discapacidad,
tanto en el seno del hogar como fuera de él, contra
todas las formas de explotación, violencia y abu-
so, incluidos los aspectos relacionados con el gé-
nero.

• 2. Los estados parte también adoptarán todas
las medidas pertinentes para impedir cualquier
forma de explotación, violencia y abuso asegu-
rando, entre otras cosas, que existan formas
adecuadas de asistencia y apoyo que tengan en
cuenta el género y la edad para las personas con
discapacidad y sus familiares y cuidadores, incluso
proporcionando información y educación sobre la
manera de prevenir, reconocer y denunciar los ca-
sos de explotación, violencia y abuso. Los estados
parte asegurarán que los servicios de protección
tengan en cuenta la edad, el género y la discapaci-
dad. 

• 5. Los estados parte adoptarán legislación y po-
líticas efectivas, incluidas legislación y políticas
centradas en la mujer y en la infancia, para ase-
gurar que los casos de explotación, violencia y
abuso contra personas con discapacidad sean
detectados, investigados y, en su caso, juzgados.

En consecuencia, se debe reconocer que el Estado mexica-
no se encuentra en una posición central e irrenunciable no
sólo para desarrollar acciones, sino también para reparar
daños, sancionar conductas y sobre todo desarrollar políti-
cas que prevengan la vulnerabilidad de las mujeres ante la
violencia.

El artículo 4o. constitucional establece el precepto de
“igualdad jurídica”, en su sentencia “El varón y la mujer
son iguales ante la ley”10, entendiéndose como igualdad,
la posibilidad y capacidad que tiene una persona indivi-
dualmente considerada de ser titular de derechos y contraer
obligaciones que corresponden a otros sujeto numérica-
mente indeterminados que se encuentran en una misma si-
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tuación jurídica11, sin embargo se reconoce que existen di-
versos factores entre ellos el “género”, que permiten adop-
tar ciertos criterios de acción de la ley, para la garantía de
los derechos humanos en la sociedad, por citar un ejemplo,
las mujeres tanto por su función sexual como por diversas
consideraciones de orden psicológico manifestadas duran-
te la gestación, deben disfrutar de algunos derechos distin-
tos que se atribuyen a los hombres sin que por ello se vio-
le el principio de igualdad12, este concepto refiere la
necesidad de ampliar el concepto de igualdad y transitar
dentro del concepto de “igualdad sustantiva”, que se defi-
ne a continuación:

“La igualdad substantiva (sic) no es otra cosa que la
idéntica titularidad, protección y garantía de los mismos
derechos fundamentales independientemente del hecho,
e incluso precisamente por el hecho, de que los y las ti-
tulares somos entre si? diferentes”13. La aceptación por
el marco jurídico mexicano para este concepto, se des-
cribe como: “La igualdad sustantiva es la igualdad de
hecho o material por oposición a la igualdad de derecho
o formal. Supone la modificación de las circunstancias
que impiden a las personas el ejercicio pleno de los de-
rechos y el acceso a las oportunidades a través de medi-
das estructurales, legales o de política pública”14.

La conceptualización en la Ley sujeta a estudio, mantiene
como un principio rector la “igualdad jurídica”, en los tér-
minos de su artículo 4o., uno de los objetivos de la inicia-
tiva es ampliar este principio, añadiendo la “igualdad sus-
tantiva”, entendiendo precisamente que la Ley General
para el Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia
(LGAMVLV), es en suma una norma sustantiva, pues re-
conoce la discriminación generada desde el androcentris-
mo como la causa de la violencia en todos sus tipos, por lo
que se considera necesario la incorporación descrita.

En este tenor se propone la incorporación de aquellos prin-
cipios que brinden “sustantividad”, en materia para la ac-
ción de la ley, en particular se propone la adopción dentro
de los principios rectores de los siguientes términos, que
benefician a diversos colectivos sociales que a la par de su
condición femenina, sufren discriminación por otro adjeti-
vo de clase social, particularmente las personas con disca-
pacidad, niñas, adolescentes e indígenas.

Particularmente se propone la incorporación de los si-
guientes:

• La pluriculturalidad: este principio citado en el artí-
culo 2o. constitucional, reconoce los diferentes conjun-
tos de saberes y experiencias que las personas requieren
para interactuar en su entorno y generar comportamien-
tos, donde cada conjunto se interpreta como una cultura
distinta15, la pluriculturalidad dentro del marco jurídico
nacional acepta la existencia de “usos y costumbres”,
como formas de convivencia social, sin que estas se
constituyan en acciones discriminatorias por género. En
consecuencia la incorporación de este principio permiti-
rá a los responsables señalados por la ley, a establecer
políticas que respeten y preserven la diversidad cultural
del país, expresada principalmente en sus pueblos origi-
narios. Mismas que no sólo deberán incluir mecanismos
de carácter lingüístico, sino también de estudio del en-
torno social y político de las comunidades a fin erradi-
car las formas de violencia contra la mujer.

• El interés superior de la niñez: Consagrado en el ar-
tículo 4o. constitucional, señala la obligación del estado,
que “en todas sus actuaciones y decisiones se velará
cumplirá con el principio del interés superior de la ni-
ñez”16. La Corte Interamericana de Derechos Humanos
ha interpretado este concepto de la siguiente forma: [el
interés superior del niño] implica que, el desarrollo de
éste y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser con-
siderados como criterios rectores para la elaboración de
normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes re-
lativos a la vida del niño17. La misma aceptación de es-
te principio dentro del marco normativo nacional, de
acuerdo al artículo constitucional citado y en conse-
cuencia por lo expuesto anteriormente respecto a la
obligación del Estado mexicano de observar los princi-
pios consagrados en los tratados sobre derechos huma-
nos, se considera necesario incluir este principio, dentro
de la rectoría de la ley sujeta a reforma, puesto que la
existencia de violencia contra la mujer, supone en un al-
to índice la violencia en contra de los hijos o menores de
edad bajo su cuidado.

La Accesibilidad: Este principio se encuentra expresa-
do en la Ley General para la Inclusión de las Personas
con Discapacidad, en su artículo 2o. fracción primera,
que a la letra dice: “Las medidas pertinentes para ase-
gurar el acceso de las personas con discapacidad, en
igualdad de condiciones con las demás, al entorno físi-
co, el transporte, la información y las comunicaciones,
incluidos los sistemas y las tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones, y a otros servicios e instala-



ciones abiertos al público o de uso público, tanto en zo-
nas urbanas como rurales”18; este principio es funda-
mental para garantizar el acceso pleno de las mujeres
con discapacidad a los derechos establecidos en la ley
sujeta a reforma, principalmente porque en la estructura
operativa que se describe, no se considera como una
obligación de las instituciones y los servidores públicos
disponer de las medidas y ajustes razonables necesarios.
Adicionalmente el comentario general número 2 del Co-
mité sobre la Implementación de la Convención sobre
los Derechos de las Personas con Discapacidad, señala
puntualmente lo siguiente: “La atención prioritaria ya
no se centra en la personalidad jurídica y el carácter pú-
blico o privado de quienes poseen los edificios, las in-
fraestructuras de transporte, los vehículos, la informa-
ción y la comunicación, y los servicios. En la medida
en que los bienes, productos y servicios están abier-
tos al público o son de uso público, deben ser accesi-
bles a todas las personas, independientemente de que
la entidad que los posea u ofrezca sea una autoridad
pública o una empresa privada. Las personas con dis-
capacidad deben tener igualdad de acceso a todos los
bienes, productos y servicios abiertos al público o de
uso público de una manera que garantice su acceso efec-
tivo y en condiciones de igualdad y respete su digni-
dad”19; este principio se encuentra íntimamente vincu-
lado con el artículo 1o. constitucional que se ha citado
anteriormente, ya que la Ley Federal para Prevenir y
Eliminar la Discriminación considera la falta de accesi-
bilidad como una forma de discriminación, en los tér-
minos de la fracción XXII Bis del artículo 9, en cuyo
texto se lee: “Con base en lo establecido en el artículo
primero constitucional y el artículo 1, párrafo segundo,
fracción III de esta ley se consideran como discrimina-
ción, entre otras: … XXII. Bis. La falta de accesibilidad
en el entorno físico, el transporte, la información, tec-
nología y comunicaciones, en servicios e instalaciones
abiertos al público o de uso público”20; en consecuencia
se considera necesaria la incorporación de la accesibili-
dad como principio rector de la ley sujeta a reforma.

• La perspectiva de género: “La perspectiva de género
implica reconocer que una cosa es la diferencia sexual y
otra cosa son las atribuciones, ideas, representaciones y
prescripciones sociales que se construyen tomando co-
mo referencia a esa diferencia sexual”21. Resulta im-
portante para el espíritu de la presente iniciativa reco-
nocer el papel que juega la perspectiva de género en las
formas de violencia contra la mujer y su reconocimien-
to como víctima de la violencia por cuestiones relacio-

nadas con el género, para ejemplificar la anterior premi-
sa se cita lo siguiente: “...la influencia de patrones so-
cioculturales discriminatorios puede dar como resul-
tado una descalificación de la credibilidad de la
víctima durante el proceso penal en casos de violen-
cia y una asunción tácita de responsabilidad de ella por
los hechos, ya sea por su forma de vestir, por su ocupa-
ción laboral, conducta sexual, relación o parentesco con
el agresor, lo cual se traduce en inacción por parte de los
fiscales, policías y jueces ante denuncias de hechos vio-
lentos”22 es por tanto que es necesario reconocer que la
discriminación y la violencia contra las mujeres se “pro-
duce de manera individual y colectiva, deliberada e in-
consciente pues esta? tejida en las costumbres y la tra-
dición. El sexismo se manifiesta en ataques directos a
sus intereses o a ellas mismas y en ataques indirectos,
provocados por el funcionamiento del sistema social o
por la aplicación de medidas, de apariencia neutral, que
repercuten especialmente en ellas debido a que se en-
cuentran en peores condiciones para soportar sus efec-
tos”23, la incorporación de este principio rector en la
LGAMVLV, tiene como objetivo sustancial que las au-
toridades encargadas de prevenir y erradicar todas las
formas de violencia contra la mujer, reconozcan que és-
ta tiene su origen en la sociedad sexista y androcéntrica,
con una clara intención sea deliberada o inconsciente de
despersonalizar a las mujeres a través de la violación
sistemática de todos sus derechos, por la simple condi-
ción de ser mujer, argumentando premisas de carácter
social o biológico que supuestamente impiden el desa-
rrollo pleno de las mujeres en la sociedad, con igualdad
de oportunidades. La perspectiva de género se abona en
el supuesto del principio pro persona, incrementando la
visión de las autoridades sobre el origen de la violencia.

Por lo anterior la incorporación de los principios citados,
dentro de la rectoría de la ley, con la finalidad de transver-
salizar y enriquecer su contenido, teniendo siempre el prin-
cipio pro persona como un instrumento de protección y ga-
rantía jurídica de los derechos humanos de las personas, en
particular de las mujeres.

El 9 de enero de 2013 se publicó en el Diario Oficial de la
Federación, el decreto por el que se crea la Ley General de
Víctimas, este ordenamiento jurídico expresa su objetivo
en su artículo 2o., para tales efectos se cita a continuación
el texto de la fracción I de dicho artículo, que a la letra di-
ce: “Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas
del delito y de violaciones a derechos humanos, en especial
el derecho a la asistencia, protección, atención, verdad, jus-
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ticia, reparación integral, debida diligencia y todos los de-
más derechos consagrados en ella, en la Constitución, en
los tratados internacionales de derechos humanos de los
que el Estado mexicano es parte y demás instrumentos de
derechos humanos”24, adicionalmente en el segundo párra-
fo del artículo primero reconoce expresamente al principio
pro persona como rector. La definición de víctima ofrece la
posibilidad de una analogía respecto a la ley sujeta a estu-
dio por parte de esta iniciativa, retomando el concepto de
víctima como: la persona [que] ha sufrido una pérdida, da-
ño o lesión, sea en su persona propiamente dicha, su pro-
piedad o sus derechos humanos, como resultado de una
conducta que: a) Constituya una violación a la legalización
penal nacional. b) Constituya un delito bajo el derecho in-
ternacional, que constituya una violación a los principios
sobre derechos humanos reconocidos internacionalmente.
c) Que alguna forma implique un abuso de poder por parte
de personas que ocupan posiciones de autoridad política o
económica.25 La analogía propuesta es la siguiente: Las
mujeres que sufren algún tipo de violencia contenido en la
LGAMVLV, deben ser consideradas víctimas, no en los su-
puestos descritos de la Ley General de Víctimas, pero el
daño al que son expuestas, lesiona sus derechos humanos y
constituye un tipo penal perfectamente descrito en los có-
digos; ahora bien la Ley General de Víctimas enumera en
su artículo 7, derechos generales aplicables a las víctimas
del delito, de conformidad con el siguiente texto: “Los de-
rechos de las víctimas que prevé la presente ley son de ca-
rácter enunciativo y deberán ser interpretados de conformi-
dad con lo dispuesto en la Constitución, los tratados y las
leyes aplicables en materia de atención a víctimas, favore-
ciendo en todo tiempo la protección más amplia de sus de-
rechos”26, cabe destacar que el principio pro persona nue-
vamente aparece invocado como un referente para ampliar
la protección del estado sobre las personas, igualmente la
Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Deli-
tos en Materia de Trata de Personas y Asistencia a las Víc-
timas de estos Delitos, incluye una descripción similar, en
su artículo 66, bajo el amparo del siguiente texto: “Las víc-
timas y ofendidos de los delitos previstos en la presente ley
y los testigos de cargo, además de los derechos estableci-
dos en la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en el Código Federal de Procedimientos Penales y
demás leyes secundarias, tendrán los siguientes:”27 Con
fundamento en lo anterior se especifican claramente ciertos
derechos relacionados con aquellas personas que han ad-
quirido la condición de víctima u ofendido, mismos que el
estado está obligado a proteger y garantizar. Por tanto se
propone la creación el artículo 4º Bis, en la LGAMVLV,
con el objetivo de exponer y enumerar ciertos derechos de

las mujeres víctimas de la violencia, en concordancia con
los tratados internacionales, en particular la Convención de
Belem Do Pará.

Los datos estadísticos ofrecen una visión objetiva, sobre la
población que presenta alguna situación o condición parti-
cular. Para los fines que se persigue, refiriendo diversos da-
tos relativos a las mujeres, que por su situación actual re-
quieren una adecuada protección contra la violencia.

En el año de 2003, se inició formalmente la cuantificación
de la violencia contra las mujeres, particularmente se seña-
lan los siguientes instrumentos estadísticos, en materia:
Encuesta Nacional sobre Violencia contra las Mujeres
2003 (ENVIM 2003) y la Encuesta Nacional sobre la Di-
námica de las Relaciones en los Hogares 2003 (ENDIREH
2003); de acuerdo con la ENDIREH 2008 el total de muje-
res de 15 años y más encuestadas, 43 por ciento sufrieron
algún tipo de violencia a lo largo de la relación con su úl-
tima pareja, adicionalmente 37 por ciento sufrió violencia
emocional, 23 por ciento económica, 19 por ciento física y
9 por ciento sexual, adicionalmente 39 por ciento ha sido
víctima de violencia en su comunidad, sea en espacios pú-
blicos o privados28, las mujeres se encuentran en una clara
desventaja pues estudios revelan que las mujeres son 35
por ciento más propensas a sufrir violencia en México, en
comparación con los varones.29

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) señala
que del total estimado de personas sometidas a trabajos for-
zados como consecuencia de la trata de personas, 56 por
ciento de las víctimas son mujeres y niñas, sin embargo el
mismo indicador referido a víctimas de trata con fines de
explotación sexual se ubica en 98 por ciento en mujeres
y niñas30.

La participación política está ligada a la toma de decisio-
nes, poder, liderazgo y espacio público, actividad que ha
sido constantemente negada a las mujeres por cuestiones
de género, en consecuencia las mujeres enfrentan rezagos
para incorporarse a las actividades políticas, los estudios
referidos señalan que en el año de 2011, las mujeres tenían
un rezago de 29 por ciento respecto a los hombres para ac-
ceder a un cargo obtenido por elección popular, es decir a
las mujeres enfrentan más dificultades, al menos casi una
tercera parte más de las que enfrentan los hombres para ac-
ceder a este derecho; por cuestiones de género.31

En México, a partir de 2009, el Consejo Nacional de Eva-
luación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) pre-



sentó una nueva metodología para medir la pobreza, incor-
porando tres espacios de las condiciones de vida: el bien-
estar económico, los derechos sociales y el contexto terri-
torial, de donde se desprende la medición de acuerdo a el
acceso o la carencia de los siguientes indicadores: educa-
ción, servicios de salud, seguridad social, calidad y espa-
cios de la vivienda, servicios básicos en la vivienda y ali-
mentación32, de acuerdo a esta medición en el año de 2008,
44 por ciento de la población nacional vivía en condiciones
de pobreza multifactorial es decir presentaban más de una
carencia de los indicadores señalados.33 Datos más recien-
tes de Coneval ubican a las mujeres y en particular a las
mujeres indígenas como los grupos más vulnerables de
acuerdo a la pobreza. El porcentaje de mujeres en pobreza
se ubicó en 46 por ciento, es decir alrededor de 28 millo-
nes de personas; más aún el mismo instrumento estadístico
ubica en una clara desventaja a las personas indígenas con
73 por ciento en condiciones de pobreza, es decir aproxi-
madamente 9 millones de personas.34

Esta realidad estadística, aunque somera ofrece un panora-
ma general sobre las condiciones sociales de las mujeres en
México, quienes requieren de una mayor visibilización de
su problemática respecto a la violencia y con el adecuado
detalle de su entorno, debido a que las mujeres, son a la
vez, niñas, madres, personas con discapacidad, personas
adultas mayores y personas indígenas, cada uno de estos
adjetivos supone una realidad particular, pero en lo general
son víctimas de violencia.

Por otro lado, las órdenes de protección, señaladas en la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, las cuales tienen como propósito la protección y
urgente aplicación deben otorgarse de manera inmediata
por la autoridad competente que conozca de hechos proba-
blemente constitutivos de infracciones o delitos que impli-
quen violencia en contra las mujeres.

La ley en la materia señala que dichas órdenes pueden ser
de emergencia, preventivas y de naturaleza civil; las dos
primeras, tienen una duración de setenta y dos horas, en es-
te sentido y respecto de la temporalidad, su expedición de-
be de considerar el contexto de la víctima, el riesgo o peli-
gro en particular, a fin de que las medidas cumplan su
objetivo y no por el contrario, agraven la situación de la
víctima, al exponerla nuevamente ante su agresor, es decir,
que lo estipulado en los artículos 28 y 30 de la ley con una
temporalidad de 72 horas, colocan a las víctimas en un es-
tado de indefensión, incluso de riesgo o peligro inminente.

En relación a este tema la ministra Olga Sánchez Cordero
de García Villegas35 expone lo siguiente:

“…me referiré en particular a la desocupación por el
agresor, están, la suspensión temporal al agresor del ré-
gimen de visitas y convivencia con sus descendientes; la
prohibición al agresor de enajenar o hipotecar bienes de
su propiedad cuando se trate del domicilio conyugal; la
posesión exclusiva de la víctima sobre el inmueble que
sirvió de domicilio; entre otras (…), pues sólo tiene una
duración de setenta y dos horas y si bien ello obedece a
que son emergentes, lo cierto es que se debe tener en
cuenta que generalmente cuando una mujer denuncia
violencia, no es la primera vez que la sufre, por ende tie-
ne miedo y, atendiendo a que la finalidad de las órdenes
de protección es la seguridad de quien denuncia, me pa-
rece que debe preverse la posibilidad de prorrogarla
hasta en tanto la autoridad jurisdiccional esté en posibi-
lidad valorar la situación en lo particular. …”

Por lo anterior es que se considera necesario la reforma al
artículo en comento a fin de garantizar el acceso inmedia-
to a la protección de las mujeres que se encuentran su-
friendo algún tipo de violencia.

La violencia obstétrica es una modalidad donde convergen
la violencia institucional y la violencia de género, de acuer-
do a publicaciones especializadas puede referirse concreta-
mente a lo siguiente: Durante la atención institucional del
parto, la violación de los derechos humanos y reproducti-
vos de las mujeres va desde regaños, burlas, ironías, insul-
tos, amenazas, humillaciones, manipulación de la informa-
ción y negación al tratamiento, sin referir a otros servicios
para recibir asistencia oportuna, aplazamiento de la aten-
ción médica urgente, indiferencia frente a sus solicitudes o
reclamos, no consultarlas o informarlas sobre las decisio-
nes que se van tomando en el curso del trabajo de parto,
utilizarlas como recurso didáctico sin ningún respeto a su
dignidad humana, el manejo del dolor durante el trabajo de
parto como castigo y la coacción para obtener su “consen-
timiento”, hasta formas en las que es posible constatar que
se ha causado daño deliberado a la salud de la afectada, o
bien que se ha incurrido en una violación aún más grave de
sus derechos.36 Este tipo de violencia se ha visibilizado en
diversos casos referidos a través de los medios de comuni-
cación, en mujeres que han tenido que dar a luz en la calle
o en los pasillos, salas de espera o sanitarios de los hospi-
tales, así como reportes sobre conductas discriminatorias y
violentas por los servidores públicos del sector salud.
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De acuerdo al documento citado, la violencia obstétrica se
define como: La violencia obstétrica es una forma especí-
fica de violencia contra las mujeres que constituye una vio-
lación a los derechos humanos. Se genera en el ámbito de
la atención obstétrica en los servicios de salud públicos
y privados y consiste en cualquier acción u omisión por
parte del personal del Sistema Nacional de Salud que
cause un daño físico y/o psicológico a la mujer durante
el embarazo, parto y puerperio, que se exprese en la fal-
ta de acceso a servicios de salud reproductiva, un trato
cruel, inhumano o degradante, o un abuso de medicaliza-
ción, menoscabando la capacidad de decidir de manera
libre e informada sobre dichos procesos reproducti-
vos.37

La presente iniciativa tiene como objetivo incorporar esta
forma de violencia contra las mujeres, para visibilizar estas
conductas, pero sobre todo para distribuir competencias a
diversas dependencias enumeradas en la ley responsable de
la salud y los derechos humanos de las mujeres. La defini-
ción incluye algunas conductas, sin embargo no se consi-
dera completa en cuando a los tipos, formas o modos de
violencia obstétrica por lo que sólo supone una guía refe-
rencial para la aplicación de la ley.

La violencia se ha inscrito como un referente en el estudio
de la política, según Thomas Hobbes, “…toda política su-
pone violencia, es violencia y, en consecuencia, hace del
poder violencia instalada, institucionalizada. Está fuera de
duda que en todo poder hay violencia, pero el poder, como
tal, no puede ser reducido únicamente a violencia”, hay que
establecer una diferencia puntual entre la agresividad como
un elemento propio de la naturaleza del hombre, como me-
canismo de defensa instintivo ante una amenaza del entor-
no y la violencia como una conducta destructiva y abusiva
en el uso de la fuerza, por encima de la razón. Sin embar-
go en ocasiones se legitima a la violencia como una vía pa-
ra el acceso y la conservación del poder, más aún Maurice
Duverger califica a la política como “la guerra civil conti-
nuada por otros medios”, contextualizándola como un mé-
todo constructivo para el ordenamiento de los conflictos
derivados de las relaciones sociales, es decir la eliminación
del uso de la fuerza bruta como mecanismo de resolución
de conflictos, para dar paso a otras formas de confronta-
ción “civilizadas”, tales como los debates, las campañas y
el discurso.

Lo anteriormente expresado supone que la violencia es in-
herente a ejercicio de la política, inserta en la contienda y
en la confrontación, sin embargo este fenómeno destructi-

vo del adversario debe ser paulatinamente eliminado en
función de la adopción de normas que privilegien el respe-
to de los derechos humanos, durante los procesos de con-
tienda y más aún durante las rupturas y los consensos. La
violencia no supone una forma organizada y correcta para
el ejercicio de la política y el poder, mucho más cuando se
utiliza para excluir a ciertos grupos de las decisiones por
las que se construye el entorno que se comparte, un caso
emblemático de la violencia política, lo constituye las pro-
hibiciones respecto al sufragio por parte de las mujeres,
con razones de carácter discriminatorio, citando un ejem-
plo, se creía que si se otorgaba el voto a las mujeres, real-
mente se otorgaba un doble voto a los varones.38 La refor-
ma al artículo 4o. constitucional de 1937, que plasmó en la
Carta Magna “la igualdad jurídica entre la mujer y el hom-
bre”, posibilitó el acceso a las mujeres a los derechos polí-
ticos, para que en 1953 se reconociera el sufragio femeni-
no a nivel federal.

La democracia basa su legitimidad en la medida en que los
distintos grupos que conforman la sociedad pueden estar
representados, la exclusión de las mujeres en la representa-
ción política es un factor determinante para entender las
desventajas sociales y económicas que enfrentan39, la des-
igual inclusión de las mujeres en la política resulta de la
operación efectiva de un orden de género y no puede en-
tenderse al margen del mismo. Este orden es una base cul-
tural e ideológicamente organizada de prácticas y relacio-
nes sociales, mediante a la cual se le asignan a la mujer
posiciones subordinadas a los hombres40.

Este orden o modelo androcentrista justifica las formas de
violencia contra las mujeres, a pesar de las acciones afir-
mativas que ha desarrollado el Estado mexicano, para ga-
rantizar la representatividad de las mujeres, no sólo en
igualdad de condiciones, sino en una paridad de género
completa, la violencia para impedir que las mujeres asu-
man plenamente su derecho a ser votadas está presente
dentro del territorio nacional, suponiendo una forma “natu-
ral” de la contienda.

Es por ello que la presente iniciativa tiene como uno de sus
objetivos, visibilizar la violencia política, describiendo sus
formas dentro de la ley e incorporando la obligación a los
partidos políticos de desarrollar programas sobre la identi-
ficación y erradicación de la violencia política contra las
mujeres y sanciones a los militantes que las cometan. Ade-
más propone integrar responsabilidades a las autoridades
electorales para prevenir, sancionar, identificar y erradicar
estas conductas.



Es por lo antes expuesto y de acuerdo a los artículos cita-
dos en el proemio que se presenta la siguiente iniciativa
con proyecto de 

Decreto

Único. Se reforman el primer párrafo del artículo 2, la
fracción I del artículo 4, la fracción II del artículo 8, el pri-
mer párrafo del artículo 12, el primer párrafo del artículo
28, la fracción V del artículo 41 la fracción XI del artículo
46, la fracción IV del artículo 51, el primer párrafo del ar-
tículo 53 y las fracciones IV y V del artículo 56; y se adi-
cionan las fracciones V, VI, VII, VIII y IX del artículo 4o.,
el artículo 4o. Bis, con las fracciones I a VI, la fracciones
XII, XIII, XIV, XV y XVI del artículo 5o., la fracción VI
del artículo 6o., recorriéndose al inmediato posterior, la
fracción IV del artículo 17, el capítulo IV Bis “De la Vio-
lencia Política” con los artículos 20 Bis, 20 Ter y 20 Quá-
ter, la fracción III Bis y el inciso f) de la fracción XII del
artículo 46, el segundo párrafo del artículo 52 y las frac-
ciones X y XI del artículo 56, todos de la Ley General de
Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Artículo 2. La Federación, las entidades federativas, el
Distrito Federal y los municipios, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias expedirán las normas legales y to-
marán las medidas presupuestales y administrativas corres-
pondientes, para garantizar el derecho de las mujeres a una
vida libre de violencia, de conformidad con lo señalado
en el artículo 1o. constitucional y los tratados internacio-
nales en materia de derechos humanos de las mujeres, rati-
ficados por el Estado mexicano.

…

Artículo 4. Los principios rectores para el acceso de todas
las mujeres a una vida libre de violencia que deberán ser
observados en la elaboración y ejecución de las políticas
públicas federales y locales son

I. La igualdad jurídica y sustantiva entre la mujer y el
hombre;

II. - IV. …

V. La pluriculturalidad,

VI. El interés superior de la niñez,

VII. La accesibilidad, 

VIII. La perspectiva de género, y

IX. La transversalidad.

Artículo 4.o Bis. Los derechos que prevé la ley son de
carácter enunciativo y deberán ser interpretados de
conformidad con lo dispuesto en la Constitución, los
tratados internacionales, favoreciendo en todo tiempo
la protección más amplia de sus derechos

Las mujeres víctimas de la violencia, tendrán entre
otros, los siguientes derechos:

I. El respeto a su vida y su integridad física, psíquica
y moral,

II. El acceso a la justicia en condiciones de igualdad,
a través de mecanismos sencillos y rápidos que las
protejan contra toda forma de violencia,

III. La atención libre de toda forma de discrimina-
ción, de patrones estereotipados de comportamiento
y prácticas sociales o culturales, basadas en concep-
tos de inferioridad o subordinación,

IV. La integración plena a la vida democrática y pro-
ductiva,

V. La reparación integral del daño, y

VI. La garantía de no victimización secundaria.

Artículo 5. Para los efectos de la presente ley se entende-
rá por:

I. - XI. …

XII. Discriminación contra la mujer. Toda distin-
ción, exclusión o restricción basada en el sexo que
tenga por objeto o por resultado menoscabar o anu-
lar el reconocimiento, goce o ejercicio de la mujer, in-
dependientemente de su estado civil, su condición
migratoria, su edad, su condición de embarazo o dis-
capacidad, sobre la base de la igualdad del hombre y
la mujer, de los derechos humanos y las libertades
fundamentales en la esfera política, económica, so-
cial, cultural y civil o en cualquier otra esfera;

XIII. Igualdad de género. Situación en la cual muje-
res y hombres acceden con las mismas posibilidades
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y oportunidades al uso, control y beneficio de bienes,
servicios y recursos de la sociedad, así como a la to-
ma de decisiones en todos los ámbitos de la vida so-
cial, económica, política, cultural y familiar;

XIV. Igualdad sustantiva. Es el acceso al mismo tra-
to y oportunidades para el reconocimiento, goce o
ejercicio de los derechos humanos y las libertades
fundamentales;

XV. Transversalidad. Es el proceso que permite ga-
rantizar la incorporación de la perspectiva de géne-
ro con el objetivo de valorar las implicaciones que
tiene para las mujeres y los hombres cualquier ac-
ción que se programe, tratándose de legislación, po-
líticas públicas, actividades administrativas, econó-
micas y culturales en las instituciones públicas y
privadas;

XVI. Accesibilidad. Las medidas pertinentes para
asegurar el acceso de las mujeres con discapacidad,
en igualdad de condiciones con las demás, al entorno
físico, el transporte, la información y las comunica-
ciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la
información y las comunicaciones, y a otros servicios
e instalaciones abiertos al público o de uso público,
tanto en zonas urbanas como rurales.

…

Artículo 6. Los tipos de violencia contra las mujeres son:

I. - V. …

VI. Violencia obstétrica: toda aquella acción u omi-
sión por parte del Sistema Nacional de Salud, sobre
el cuerpo y los procesos reproductivos de las muje-
res, que se lleva a cabo con motivo de la atención del
embarazo, parto y puerperio; expresado en un trato
cruel o inhumano hacia las mujeres y/o un abuso de
medicalización de los procesos naturales, que tiene
como consecuencia la pérdida de autonomía y capa-
cidad de decidir libremente sobre las distintas etapas
del embarazo, trabajo de parto, así como del alum-
bramiento y el nacimiento.

Artículo 8. Los modelos de atención, prevención y sanción
que establezcan la Federación, las entidades federativas, el
Distrito Federal y los municipios, son el conjunto de medi-

das y acciones para proteger a las víctimas de violencia fa-
miliar, como parte de la obligación del Estado, de garanti-
zar a las mujeres su seguridad y el ejercicio pleno de sus
derechos humanos. Para ello, deberán tomar en considera-
ción:

IV. Brindar servicios reeducativos integrales, accesi-
bles, especializados y gratuitos al agresor para erradicar
las conductas violentas a través de una educación que
elimine los estereotipos de supremacía masculina, las
costumbres y los patrones machistas que generaron su
violencia;

Artículo 12. Constituyen violencia docente: aquellas con-
ductas que dañen la autoestima de las alumnas con actos de
discriminación por su sexo, edad, condición social, acadé-
mica, de discapacidad, características físicas, que les in-
fligen maestras o maestros.

Artículo 17. El Estado mexicano debe garantizar a las mu-
jeres la erradicación de la violencia en la comunidad, a tra-
vés de: 

I.- III. …

IV. Diseño e implementación de acciones que eviten
la discriminación a la que se enfrentan niñas y muje-
res con discapacidad.

…

Artículo 28. Las órdenes de protección que consagra la
presente ley son personalísimas e intransferibles y podrán
ser:

…

Las órdenes de protección y emergencia preventivas, ten-
drán una temporalidad de 72 horas prorrogables hasta
en tanto la autoridad jurisdiccional esté en posibilidad
de valorar la situación en lo particular permitiendo su
eficiencia en la protección de la víctima y deberán expe-
dirse dentro de las 8 horas siguientes al conocimiento de
los hechos que las generan.



Título Segundo
Modalidades de la violencia

Capítulo IV Bis
De la violencia política

Artículo 20 Bis. Se considera como violencia política,
toda acción u omisión y conducta agresiva y discrimi-
natoria, cometida por una o varias personas, por sí o a
través de terceros, que causen daño físico, psicológico
en contra de una mujer o de varias mujeres y de sus fa-
milias, en ejercicio de la representación política, o la
función pública para impedir, restringir el ejercicio de
su cargo o empleo e inducirla a tomar decisiones en
contra de su voluntad y o de la ley, o abandonar su pro-
yecto político o laboral.

Artículo 20 Ter. Los tres órdenes de gobierno, así como
las autoridades en materia electoral, en particular la
Fiscalía Especial para Delitos Electorales, el Instituto
Nacional Electoral y el Tribunal Electoral del Poder Ju-
dicial de la Federación, tienen la obligación de prevenir,
atender, investigar y sancionar las conductas descritas
en el artículo anterior.

Artículo 20 Quáter. Los partidos políticos, deberán di-
señar programas, con perspectiva de género, al interior
de su militancia, encaminadas empoderamiento de las
mujeres, previniendo toda forma de violencia y discri-
minación, asegurando que sus órganos de gobierno y
justicia, tengan conocimiento de los actos de violencia
política contra las mujeres. Asimismo deberán sancio-
nar internamente a los militantes que incurran en los
actos previstos en el artículo 20 Bis de la ley.

…

Artículo 41. Son facultades y obligaciones de la federa-
ción:

I. - IV. 

V. Educar en los derechos humanos a las mujeres en su
lengua materna, lengua mexicana de señas, o cual-
quier otro medio alternativo o aumentativo de co-
municación que las mujeres requieran.

…

Artículo 46. Corresponde a la Secretaría de Salud:

I. - III. …

III Bis. Crear programas de capacitación para el
personal del sector salud, para identificar y evitar la
violencia obstétrica contra las mujeres, con un enfo-
que de protección y garantía de los derechos huma-
nos.

…

XI. Capacitar al personal del sector salud, con la finali-
dad de que detecten y eviten la violencia contra las mu-
jeres;

XII. Apoyar a las autoridades encargadas de efectuar in-
vestigaciones en materia de violencia contra las muje-
res, proporcionando la siguiente información:

a) - e)…

f). La relativa a los casos de violencia obstétrica
ocurridos dentro de las instalaciones del sector
salud, que permita identificar a las víctimas.

…

Artículo 51. Las autoridades en el ámbito de sus respecti-
vas competencias deberán prestar atención a las víctimas,
consistente en:

I. - III.

IV. Proporcionar un refugio seguro y accesible a las víc-
timas, y

…

Artículo 52. Las víctimas de cualquier tipo de violencia
tendrán los derechos siguientes:

…

Las mujeres con discapacidad dispondrán en todo mo-
mento de un intérprete de lengua mexicana de señas, o
de cualquier otro medio alternativo o aumentativo de
comunicación que garantice la accesibilidad a la infor-
mación.

Artículo 53. El agresor deberá participar obligatoriamente
en los programas de reeducación integral cuando se le de-
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termine por mandato de autoridad competente, así como
acatar cualquiera de las medidas de protección impues-
tas por la autoridad competente.

…

Artículo 56. Los refugios deberán prestar a las víctimas y,
en su caso, a sus hijas e hijos los siguientes servicios espe-
cializados y gratuitos:

I. - III. …

IV. Servicio médico, atención a la salud general y es-
pecializada; 

V. Asesoría jurídica y seguimiento a los procesos ju-
diciales que deriven del asunto que las hizo llegar al
refugio; 

VI. - IX. …

X. Servicios de atención especializada para conten-
ción de personas en estado de crisis o enlaces perma-
nentes para canalización a dependencias especializa-
das de servicios médicos y de psicología que pueden
ser otorgados por instituciones públicas o privadas;
y

XI. Educación en materia de derechos de las mujeres
y prevención de violencia.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las autoridades competentes dispondrán de un
plazo de 180 días naturales posteriores a la publicación del
presente decreto para cumplir lo dispuesto en el artículo 28
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente,
a 20 de enero de 2016.— Diputada Yolanda De la Torre Valdez (rú-
brica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada De la Torre. Túrnese a la Comisión
de Igualdad de Género de la Cámara de Diputados, pa-
ra dictamen.

LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA
FEDERACIÓN

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos el senador Luis
Humberto Fernández Fuentes, del Grupo Parlamentario del
PRD, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial de la Federación. No se me deses-
pere.

El senador Luis Humberto Fernández Fuentes: Con su
venia sus señorías, compañeras y compañeros, como es de
su conocimiento y a riesgo de caer en obviedades, el país
vive una situación delicada, la corrupción, la infiltración
del crimen organizado en los diferentes niveles del Estado
mexicano, se ha traducido en una menor potencia, credibi-
lidad y seguridad de las instituciones.

Es de la mayor urgencia fortalecer al Estado, y creo que es-
taremos de acuerdo que la mejor forma de hacerlo es com-
batiendo a la corrupción. Cuando hablamos de esto nor-
malmente pensamos en el Ejecutivo o los titulares de los
ejecutivos de los estados, o incluso en los legislativos.

Hoy quiero llamar su atención sobre la necesidad de dis-
minuir los riesgos de corrupción en el Poder Judicial. El
Poder Judicial no es ajeno a la realidad nacional. De acuer-
do con Yamila Mizrahi, experta en el combate a la corrup-
ción en América Latina y consultora del Banco Mundial,
“uno de los mayores focos en el país de corrupción, es el
sistema judicial, donde impera la impunidad, lo que no
ayuda a fortalecer el combate a la corrupción”, señala.

Nadie niega esta realidad, incluso podemos citar al minis-
tro de la Suprema Corte, Fernando Franco, que reconoció
que los órganos jurisdiccionales y administrativos de la
Corte o del Poder Judicial en genérico, no están exentos de
que entre los servidores públicos haya quien caiga en con-
ductas indebidas. Señala con puntualidad, estas conductas
no deben de ser toleradas por el Poder Judicial, por el con-
trario, han de ser perseguidas y sancionadas. Y adicionaría,
mejor aún prevenirlas.

Quiero ser muy claro, ni se presume ni se generaliza la
existencia de la corrupción, pero tampoco se puede negar
el riesgo o la existencia de la duda razonable. Por esto, la
presente iniciativa tiene como objeto dar mayores herra-
mientas al Consejo de la Judicatura para establecer proce-
sos de evaluación y control de confianza para los juzgado-
res y servidores públicos del Poder Judicial de la
Federación, a fin de determinar la idoneidad de su perfil, y
en su caso la probidad al momento de ingreso, permanen-
cia y desarrollo dentro de la carrera judicial.

Los indicadores globales no señalan que hay un reto im-
portante, por ejemplo está The World Justice Project, Rule
of Law, el índice de 2015 que evalúa varios factores. Voy a
tocarlos de manera muy sucinta.

En cuanto a ausencia de corrupción, México ocupa el lugar
88 de los 102 países, con una puntuación de 0.33 sobre la
base de uno, y el Poder Judicial de la Federación nos re-
porta el documento, se ubica en 0.39 sobre uno.

En cuanto a justicia civil que evalúa la eficacia del sistema
para el acceso a la justicia libre de discriminación, libre de
corrupción, en estos parámetros México ocupa el lugar 82
de 102 países, con una puntuación de 0.44 sobre uno.

En el caso de justicia penal, el tema tampoco es mejor. Mé-
xico ocupa el lugar 93 de los 102 países, con una puntua-
ción de 0.31 sobre uno. Estos datos muestran el tamaño del
reto y el camino por delante, en la agenda de justicia ya es
conveniente fortalecer los mecanismos de control de con-
fianza. Podemos afirmar que estamos avanzando en segu-
ridad y justicia, a partir de estos datos honestamente creo
que no.

Afirmar que ya existen candados, resulta desproporciona-
do y fuera de la realidad. Los instrumentos actuales son ob-
viamente insuficientes, los magros resultados del Consejo
de la Judicatura como órgano de control, muestran la falta
de herramientas para hacer su trabajo más efectivo, y si a



eso le sumamos que los pocos que son sancionados son
reinstalados después de un proceso, pues el escenario es
más pobre aún.

Es preciso señalar que este poder, el Poder Judicial, es el
único que no tiene un control democrático, por su misma
naturaleza, no está sujeto a la auditoría ciudadana ni a una
elección posterior.

Por ello es sano para la república que quienes tienen en sus
manos asuntos de tal complejidad e importancia, como la
libertad y el patrimonio de las personas, cuenten con un
control de confianza con absoluto respeto a sus derechos
humanos, pero que genere la confianza en las instituciones
que es necesaria.

Básicamente la propuesta consiste en incluir la facultad y
mandato al Consejo de la Judicatura para la evaluación y
control de confianza de jueces, magistrados, secretarios y
altos funcionarios del Poder Judicial de la Federación.

Esta iniciativa es respetuosa del Poder Judicial de la Fede-
ración, ya que se elaboró sobre la base de la premisa del
control interno realizado por la misma institución, aten-
diendo a la función de disciplina y vigilancia del cumpli-
miento a la legalización aplicable.

Queda claro que es conveniente que los juzgadores sean
sometidos a exámenes de control de confianza en respeto a
su dignidad, autonomía y derechos humanos, como una
medida que potenciaría al Poder Judicial de la Federación.
Asimismo, es una medida que sería armónica con otras que
se están tomando en interés de la república con otras insti-
tuciones.

Una democracia constitucional se basa en la división y
contrapesos, pero también en la confianza y el autocontrol.
El control de confianza no vulnera ni la autonomía ni los
derechos humanos, pero sí fortalece a las instituciones.

Los hechos de los últimos meses nos muestran que es po-
sible el peor de los mundos, un Estado con una gran capa-
cidad militar y policiaca, pero con capacidades legales e
institucionales, civiles limitadas. Esta simetría no la pode-
mos ignorar, y así esta propuesta es parte de un paquete de
medidas que presentaremos para potenciar al Estado y dis-
minuir la corrupción.

Con franqueza comparto que mi optimismo sobre esta ini-
ciativa es limitado, porque es probable que el destino de es-

ta sea la resistencia o, peor aún, la indolencia, porque es
probable que duerma el sueño de la inacción y no sea dic-
taminada, porque a momentos pareciera que no hay prisa
en combatir a la corrupción.

Sé que habrá resistencias y que todos los argumentos son
atendibles, pero un argumento que tenga como origen la
defensa del status quo disfuncional, la comodidad o de pla-
no la ignorancia pues no puede ser un contrapeso contra la
conveniencia para el Estado y la nación mexicana.

Por eso, de manera muy especial, les pido su apoyo a esta
iniciativa con independencia de los símbolos políticos. Hay
que hacerlo, hay que hacer que pase, porque con estas ac-
ciones se incrementa la credibilidad y el prestigio del Po-
der Judicial de la Federación, disminuimos los riesgos de
corrupción y ayudará a dar mayor certeza jurídica frente a
la ciudadanía y fortalecer el verdadero sentido de justicia,
pero principalmente –principalmente– porque es lo correc-
to. Es cuanto, señor presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,
suscrita por el senador Luis Humberto Fernández Fuentes,
del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, senador Luis Humberto Fernández Fuentes, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, en la LXIII Legislatura del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, 72, 76, fracción XIV, y 78, fracción III, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
55, 57, 62, 63, 176 y 179 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, 8 inciso 1, fracción I, 163, inciso 1, fracción I,
164, 169, y 172 del Reglamento del Senado de la Repúbli-
ca, somete a consideración de esta honorable asamblea la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones del Título Sexto de la Ley Orgánica
del Poder Judicial de la Federación, en materia de procesos
de evaluación de control de confianza, de acuerdo a la si-
guiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene por objeto establecer los proce-
sos de evaluación de control de confianza para los juzga-
dores y servidores públicos del Poder Judicial de la Fede-
ración, a fin de determinar la idoneidad de su perfil, y en su
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caso la probidad, al momento de su ingreso, permanencia y
desarrollo dentro de la carrera judicial.

El país vive una situación delicada, la corrupción y la in-
filtración del crimen organizado en los diferentes niveles
del Estado Mexicano, se ha traducido en una menor poten-
cia, credibilidad y seguridad.

El Poder Judicial no es ajeno a esta realidad, De acuerdo
con Yemile Mizrahi, experta en el combate de la corrup-
ción en América Latina y consultora para el Banco Mun-
dial, “uno de los mayores focos en el país es el sistema ju-
dicial, donde impera la impunidad, lo que no ayuda a
fortalecer el combate a la corrupción”1.

Los instrumentos actuales son obviamente insuficientes,
los magros resultados del Consejo de la Judicatura como
órgano de control, muestran la falta de herramientas para
hacer un trabajo más efectivo. Si a eso le sumamos que de
los pocos sancionados, un porcentaje importante ha sido
reinstalado.

En la actualidad, el aparato de control es insuficiente. e in-
operante, ya que no se presentan de manera clara y con to-
tal transparencia, las sanciones que se han impuesto a Ma-
gistrados, Jueces y personal de carrera del Poder Judicial
de la Federación. Así mismo es preciso señalar que este Po-
der es el único que no tiene un control democrático, no es-
tá sujeto a la auditoría ciudadana ni a una elección poste-
rior; por ello es sano para la República que quienes tienen
en sus manos asuntos de tal complejidad e importancia co-
mo la libertad o el patrimonio de las personas, cuenten con
un control de confianza, con absoluto respeto a sus dere-
chos humanos, pero que genere mayor confianza en las ins-
tituciones, por parte de la sociedad.

La pregunta de fondo es si la falta de control de confianza
beneficia al Estado o a la delincuencia.

Para los efectos correspondientes, a fin de incluir la facul-
tad de evaluación del control de confianza para jueces, ma-
gistrados, secretarios de estudio y cuenta, así como de los
secretarios de acuerdo del Poder Judicial de la Federación,
es necesario atender lo que establece la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, en dos rubros:

1. La Carta Magna señala en su artículo 49 que, el Su-
premo Poder de la Federación se divide para su ejerci-
cio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial; asimismo que

no podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una
sola persona o corporación.

2. En el artículo 94, nuestra Constitución señala, en su
párrafo segundo que la administración, vigilancia y dis-
ciplina del Poder Judicial de la Federación, con excep-
ción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, esta-
rán a cargo del Consejo de la Judicatura Federal.

La propuesta es respetuosa del Poder Judicial de la Federa-
ción, ya que se elaboró con base en la premisa de un con-
trol interno, realizado por la misma institución, atendiendo
a la función de disciplina y vigilancia del cumplimiento de
la legislación aplicable. Así, atendiendo a estos preceptos
podemos definir que las pruebas de control de confianza
responden a medidas que encuadran dentro de lo previsto
por los artículos señalados, por lo que corresponden en su
ejecución al Consejo de la Judicatura Federal.

El hecho de dar obligatoriedad a los procesos de evalua-
ción de control de confianza, atendiendo a la objetividad de
criterios que señala el artículo 97 de la Constitución, res-
ponde no sólo a la necesidad de dar mayor legalidad y
combatir la corrupción, sino también de reconocer la hon-
radez y rectitud de los servidores públicos referidos, así co-
mo la indudable confiabilidad, que la ciudadanía ha dejado
de percibir por casos aislados.

Los indicadores globales señalan que hay un reto impor-
tante en lo referente a la impartición de justicia. El “‘World
Justice Project, Rule of Law Index 2015”2 evalúa 8 facto-
res de 102 países en diferentes aspectos, en los que ubica a
México en los siguientes parámetros3:

Factor 2. Ausencia de corrupción en el gobierno: Mi-
de la ausencia de corrupción en el gobierno en tres for-
mas:

a) el soborno,

b) la influencia indebida por parte de intereses públicos
o privados; y,

c) malversación de fondos públicos u otros recursos.

Estas tres formas de corrupción se examinan en el Poder
Ejecutivo, Legislativo, Judicial, la milicia y la policía.



Dentro de estos parámetros, México ocupa el lugar 88 de
los 102 países, con una puntuación de 0.33 sobre 1.0. En lo
tocante al Poder Judicial de la Federación, la puntuación se
ubica en 0.39 sobre 1.0.

Factor 7. Justicia civil: Evalúa la eficacia del sistema
desde el punto de vista de la factibilidad en que un ciu-
dadano tiene acceso a la justicia, de manera asequible,
libre de discriminación, libre de corrupción (0.37) y sin
influencia indebida por parte de funcionarios públicos.
Asimismo, se mide que los procesos estén sujetos a la
oportuna sentencia, sin demoras irrazonables e injustifi-
cadas.

Dentro de estos parámetros, México ocupa el lugar 82 de
los 102 países, con una puntuación de 0.44 sobre 1.

Factor 8. Justicia penal: Evalúa la eficacia del sistema
de justicia penal, como aspecto clave del Estado de De-
recho, ya que constituye el mecanismo convencional pa-
ra reparar las infracciones y emprender acciones contra
las personas por delitos contra la sociedad. Mide la ca-
pacidad de investigar y sentenciar los delitos penales
con éxito y de manera oportuna, a través de un sistema
imparcial y no discriminatorio, libre de corrupción
(0.27), y sin influencia indebida por parte de funciona-
rios públicos. Asimismo, analiza la garantía que los de-
rechos de las víctimas y de los acusados están protegi-
dos de manera efectiva, la reducción del
comportamiento criminal en consecuencia del sistema
penitenciario, la imparcialidad, el debido proceso de la
ley y los derechos de los acusados.

Dentro de estos parámetros, México ocupa el lugar 93 de
los 102 países, con una puntuación de 0.31 sobre 1.

Del análisis de las cifras presentadas, se infiere que el prin-
cipal problema que enfrenta el ciudadano en el acceso a la
justicia, tanto en materia civil, como penal, es la duración
de los casos y la corrupción, además del sesgo en contra de
las personas marginadas; y, la dificultad de los procedi-
mientos.

Afirmar que ya existen los candados es desproporcionado
y fuera de la realidad, toda vez que en la opinión que ma-
nifiesta la sociedad respecto a las autoridades judiciales, se
observa un alto grado de desconfianza.

Esto lo podemos constatar en la Encuesta Nacional de Vic-
timización y Percepción sobre Seguridad Pública (Envi-

pe)4, parte integral de los proyectos impulsados por el Sub-
sistema Nacional de Información de Gobierno, Seguridad
Pública e Impartición de Justicia, coordinado por el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía, en su edición
2014, resultando tan sólo un nivel de aprobación de 45.3
por ciento en 2013 y 47.4 por ciento para los juzgadores.

En los últimos años el Poder Judicial en México ha venido
consolidándose en el sistema de división de poderes. Ha
ganado espacios que años atrás no tenía en los asuntos na-
cionales y, por tanto, su influencia en la vida política del
país también se ha incrementado.

Sin embargo, la independencia judicial no es sinónimo de
buen desempeño y que tampoco la autonomía presupuesta-
ria asegura un uso eficiente, racional y eficaz de los recur-
sos públicos.5 Se ha dicho que México tiene una Corte mu-
cho más cara que la de otros países del mundo, y que esto
no es sinónimo de una mayor productividad o una mayor
confianza ciudadana.

Para determinar el combate a la corrupción al interior del
Poder Judicial de la federación, es necesario conocer en
términos generales las sanciones impuestas a los juzgado-
res federales, así como la percepción ciudadana. En este
sentido, la encuesta de Parametría, señala que 40 por cien-
to de la población entrevistada no confía en la Suprema
Corte de Justicia de la Nación6, mientras que un porcenta-
je similar (39 por ciento) desaprueba la forma en que reali-
za su trabajo.

En las últimas dos décadas el Consejo de la Judicatura Fe-
deral ha sancionado a más de mil 200 funcionarios (magis-
trados, jueces, secretarios, actuarios y oficiales). 45 por
ciento de las sanciones impuestas consisten en “apercibi-
miento privado”, también destacan “amonestación públi-
ca” (15 por ciento), “amonestación privada” (7 por ciento)
y “apercibimiento público” (7 por ciento).7

Queda claro que es necesario que los juzgadores sean so-
metidos a exámenes de control de confianza, en total res-
peto a la dignidad, autonomía y derechos humanos de ma-
gistrados, jueces y personal de carrera judicial, como una
medida que potenciaría al Poder Judicial de la Federación,
no lo mermaría; asimismo, es una medida en consonancia
con el interés de la República de que todas las instituciones
del país cuenten con la máxima credibilidad, en aras de re-
construir el estado de derecho y la legalidad, en este mo-
mento sensible para la sociedad.
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Evadir este tipo de situaciones cuando se trata de poderes
fácticos que vulneran al Estado, solo debilita las institucio-
nes al momento de emitir sus resoluciones.

Una democracia constitucional, se basa en la división y
contrapesos, pero también de la confianza y el auto control.
El control de confianza, no vulnera los derechos humanos,
pero si fortalece a las instituciones.

Como se señaló anteriormente, la presente propuesta legis-
lativa tiene claros los alcances y los límites constituciona-
les de la función armónica de los Poderes de la Unión, ya
que el poder legislativo, si bien tiene la competencia for-
mal para expedir leyes, ello debe hacerla conforme a los
términos materiales y sustantivos que la Constitución Fe-
deral establece, siendo que estos límites no son contrarios,
pues de igual manera no se pretende generar intereses di-
versos a la impartición de justicia, sino por el contrario,
con esta iniciativa se pretende, que las determinaciones de
los magistrados y jueces o personal dependiente del Poder
Judicial de la Federación, tengan la independencia en el
ejercicio de sus funciones, sin contravenir el marco consti-
tucional, pues no se somete su actuar a otro poder.

A continuación se presenta el cuadro comparativo de las
formas, modificaciones y adiciones propuestas, en materia
de procesos de evaluación de control de confianza para los
funcionarios del Poder Judicial de la federación.



Estas medidas no vulneran la división de poderes, por el
contrario la fortalece, es la responsabilidad mutua entre
ellos para con la sociedad, sin vivir en una ínsula institu-
cional, por ello debemos tener claro que rechazar esta ini-
ciativa es abonar a la oscuridad, a la falta de transparencia,
pero sobre todo a la complicidad.

La iniciativa se propone por la necesidad de restituir la cre-
dibilidad y reposicionar la reputación del Poder Judicial de
la federación, abatiendo la corrupción, ante la exigencia de
brindar certeza jurídica y confianza frente a la ciudadanía,
así como de devolver el verdadero sentido de la justicia,
pero principalmente porque es lo correcto.

En virtud de lo anteriormente expuesto y en ejercicio de la
facultad que confieren los supracitados artículos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, del Reglamento
del Senado de la República, se somete a la consideración
de esta honorable Comisión Permanente:
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Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones del Título Sexto de la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en mate-
ria de procesos de evaluación de control de confianza,
que presenta el senador Luis Humberto Fernández
Fuentes, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática

Artículo Primero. Se reforma el primer párrafo del artí-
culo 76 del Título Sexto, sección primera, de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Federación, para quedar
como sigue:

Titulo Sexto
De los órganos administrativos del 

Poder Judicial de la federación

Capítulo I
Del Consejo de la Judicatura Federal

Sección Primera
De su integración, funcionamiento y facultades

Artículo 76. Las resoluciones del pleno del Consejo de la
Judicatura Federal se tomarán por el voto de la mayoría de
los consejeros presentes, y por mayoría calificada de cinco
votos tratándose de los casos previstos en las fracciones I,
II, VII, VIII, XI, XII, XV, XVI, XVIII, XXV, XXVI,
XXXVI y XLIV del artículo 81 de esta ley. Los consejeros
no podrán abstenerse de votar sino cuando tengan impedi-
mento legal o cuando no hayan asistido a la discusión del
asunto de que se trate. En caso de empate, el presidente
tendrá voto de calidad.

Artículo segundo. Se reforma el primer párrafo del artícu-
lo 77 del Título Sexto, sección segunda de la Ley Orgáni-
ca del Poder Judicial de la Federación, para quedar como
sigue:

Sección Segunda
De las comisiones

Artículo 77. El Consejo de la Judicatura Federal contará
con aquellas comisiones permanentes o transitorias de
composición variable que determine el Pleno del mismo,
debiendo existir en todo caso las de administración, carre-
ra judicial, disciplina, creación de nuevos órganos, la de
adscripción, así como la de control de confianza.

Artículo Tercero. Se adiciona una fracción XLIV al artí-
culo 81 del Título Sexto sección tercera de la Ley Orgáni-
ca del Poder Judicial de la Federación, para quedar como
sigue:

Sección Tercera
De sus atribuciones

Artículo 81. Son atribuciones del Consejo de la Judicatura
Federal:

I. a XLIII. ...

XLIV. Diseñar e implementar, los procesos de con-
trol de confianza a los servidores públicos del Poder
judicial de la Federación, con las excepciones esta-
blecidas en el artículo 68 de esta ley, con el objeto de
que cumplan con el perfil, probidad de ingreso, per-
manencia y promoción en el cargo judicial que des-
empeñan.

Artículo cuarto. Se adiciona el artículo 82 Bis a la Ley Or-
gánica del Poder Judicial de la Federación, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 82 Bis. Con base en las atribuciones estableci-
das por la fracción XLIV del artículo 81, y en lo relati-
vo a la creación obligatoria de la Comisión de Control
de Confianza, señalada en el artículo 77 de esta ley, los
procesos de control de confianza tendrán por objeto
comprobar que los servidores públicos de la adminis-
tración de justicia cumplen con el perfil y la probidad
de ingreso, permanencia y promoción en la institución
donde están adscritos.

Para el ingreso, la permanencia y la promoción de los
servidores públicos, los criterios de evaluación serán los
siguientes:

I. Perfil físico, médico y de personalidad;

II. Desarrollo patrimonial justificado y que los egre-
sos guarden adecuada proporción con sus ingresos;

III. La ausencia de alcoholismo y uso de sustancias
psicotrópicas, estupefacientes o similares sin fines te-
rapéuticos;

IV. Notoria buena conducta, no haber sido condena-
do por sentencia irrevocable por delito doloso, ni es-



tar sujeto a proceso penal por delito doloso, salvo en
el caso de la permanencia, y no estar suspendido o
inhabilitado en el servicio público; y,

V. La ausencia de vínculos con organizaciones delic-
tivas.

Los procesos de evaluación comprenden el ingreso al
Poder Judicial de la federación, la permanencia, pro-
moción y las reevaluaciones. Estos son obligatorios y
se aplicarán cada dos años.

Los alcances legales en esta materia, con indepen-
dencia de los demás supuestos legales que refiere es-
ta ley y del reglamento correspondiente, para actua-
lizar los motivos de separación del cargo judicial
son:

a) Cuando habiendo sido citados a la práctica de
los exámenes respectivos, por medios indubita-
bles, los servidores públicos no se presenten, sin
causa justificada, se nieguen a presentar los exá-
menes y evaluaciones, o impidan su correcta apli-
cación.

b) En el caso de que habiéndose sometido a los
exámenes y evaluaciones, en la evaluación de con-
trol de confianza obtengan un resultado opuesto
a lo establecido en los criterios de evaluación con-
tenidos en las fracciones I. a V. de este artículo.

c) Cuando del examen toxicológico derive un re-
sultado positivo, sin causa legal justificada.

d) Por discrepancia en el haber patrimonial del
servidor público y de su cónyuge con relación a
los ingresos reportados ante la autoridad fiscal.

e) Cuando se concluya que existe asociación con
el crimen organizado, previo al proceso adminis-
trativo.

Artículo Quinto. Se adiciona el artículo 82 Ter a la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la federación, para quedar
como sigue:

Artículo 82 Ter. La Comisión de Control de Confianza
tendrá las siguientes facultades:

I. Coordinar los procesos de evaluación de control de
confianza que se realicen a los servidores públicos
del Poder Judicial de la Federación con el objeto de
acreditar la permanencia de los requisitos de ingre-
so, permanencia y promoción de los mismos en rela-
ción a la función que desempeñen.

II. Dirigir los procesos de evaluación que se realicen
a los servidores públicos para comprobar el cumpli-
miento del perfil médico, ético y de personalidad ne-
cesarios para realizar sus funciones.

III. Informar al Consejero Presidente del Consejo de
la Judicatura Federal, los resultados de las evalua-
ciones que se practiquen.

IV. Vigilar que en los procesos de evaluación se ob-
serven los principios de legalidad, eficiencia, profe-
sionalismo, honradez, lealtad e imparcialidad.

V. Establecer una base de datos que contenga los re-
sultados de las evaluaciones por cada una de las per-
sonas que se hayan sometido a las mismas.

VI. Vigilar que en los procesos de evaluación se to-
men en cuenta la relación de quejas y todos los ante-
cedentes de los servidores públicos del Poder Judi-
cial de la Federación.

VII. En su caso, verificar la correcta aplicación y ca-
lificación de los exámenes a los que hacen referencia
los artículos precedentes.

Artículo Sexto. Se adiciona el artículo 102 Bis a la Ley
Orgánica del Poder Judicial de la federación, para quedar
como sigue:

Artículo 102 Bis. Cuando le sea solicitado por la comi-
sión correspondiente, la visitaduría judicial será coad-
yuvante con las tareas y diligencias proveídas para la
implementación de los procesos de control para el pro-
ceso de evaluación y control de confianza.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.
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México, Distrito Federal, a 20 de enero de 2016.— Senador Luis Hum-
berto Fernández Fuentes (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, senador Fernández. Túrnese a la Comisión de
Justicia de la Cámara de Senadores.

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y REGLA-
MENTO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, la diputada Sha-
ron María Teresa Cuenca Ayala, para presentar iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas

disposiciones de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos y del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, suscrita por diputados del Grupo Par-
lamentario del Verde Ecologista.

La diputada Sharon María Teresa Cuenca Ayala: Gra-
cias, con permiso, presidente. Buenas tardes, honorable
asamblea. Como ya lo he venido manifestando, en el pro-
ceso de aprobación de la reforma política del Distrito Fe-
deral, ahora Ciudad de México, esto va a implicar un cam-
bio estructural y un cambio en las instituciones y en
nuestros órdenes de gobierno; por lo que debemos asumir
un mayor compromiso y eficiencia para solucionar las pe-
ticiones de los capitalinos, innovar los modelos de partici-
pación y autogobierno para tener una visión metropolitana
y no solamente municipal. 

Con la aprobación de la reforma constitucional, como ya
sabemos, se van a crear y reformar diversas leyes y regla-
mentos, por lo que podemos empezar ajustando nosotros
nuestro marco jurídico normativo y que esté acorde a lo
que se ha plasmado en la Constitución. Es por esto que la
iniciativa que hoy presento es para reformar la Ley Orgá-
nica del Congreso General y el Reglamento de la Cámara
de Diputados.

En este sentido, atendiendo el papel tan relevante que tiene
la Ciudad de México en nuestro país, la Comisión del Dis-
trito Federal fue creada para el estudio, análisis, dictamina-
ción y desahogo de los asuntos que le competen al Con-
greso de la Unión, con fundamento en nuestra Carta
Magna.

Considerando que la Ciudad de México con esta reforma
seguirá siendo la sede de los tres Poderes federales, la exis-
tencia de esta comisión es indispensable aún. Por ello, es
oportuno que la denominación de la actual Comisión del
Distrito Federal cambie por Comisión de la Ciudad de Mé-
xico.

Es importante precisar que esta propuesta de denominación
no implicaría ningún cambio estructural. Inclusive en el ré-
gimen transitorio estoy proponiendo que los asuntos que
están actualmente turnados a esta comisión permanezcan
en el estatus que se encuentran sin tener ninguna modifica-
ción, simplemente el cambio de denominación de la misma
comisión.

Igualmente, adicional a esta propuesta de denominación de
la Comisión de la Ciudad de México, en la iniciativa pro-



pongo que se quite la palabra Distrito Federal en otros ar-
tículos para regular toda la normatividad de nuestro Con-
greso.

En el Partido Verde estamos trabajando para beneficio de
la ciudadanía y ya se aprobó esta reforma constitucional
que en los próximos días el presidente Enrique Peña Nieto
va a promulgar. Ahora hagámoslo realidad, y como lo re-
fiero, podemos empezar haciendo lo nuestro en las leyes
que nos rigen en este Congreso. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y del Reglamento de la Cámara de
Diputados, a cargo de la diputada Sharon María Teresa
Cuenca Ayala, del Grupo Parlamentario del PVEM

La suscrita, diputada Sharon María Teresa Cuenca Ayala,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México en la Sexagésima Tercera Legislatura de
la Cámara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción
I, 77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a la consideración de esta asamblea
la presente iniciativa, con proyecto de decreto por el que se
reforman los artículos 15 numeral 9, 22 numeral 2, 23 nu-
meral 3 y 40 numeral 3 de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; y 9 fracción IV,
12 fracción II y 59 numeral 1, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el Congreso de la Unión las comisiones legislativas
pueden tener diversas denominaciones de acuerdo a su na-
turaleza, función y temporalidad, estas se dividen en ordi-
narias, permanentes, transitorias, especiales, mixtas, de in-
vestigación.

La comisión ordinaria tiene una competencia delimitada y
conoce los asuntos a que refiere su propia denominación,
tienen cierto número determinado de miembros y se con-
forman de acuerdo a las necesidades de la Cámara.

La Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, establece la competencia de las comisiones
de las Cámaras de Diputados y Senadores, de acuerdo con
la denominación y clasificación de las mismas. En relación
a su naturaleza, las comisiones se clasifican en tipos de dic-

tamen legislativo, de vigilancia, de investigación y juris-
diccionales. Para los fines para los cuales hayan sido crea-
das, se denominan “especiales”; y, “ordinarias” son las que
se derivan de su denominación, en correspondencia a las
respectivas áreas de la administración pública federal.

Antecedentes de la reforma política 
del Distrito Federal

La tan esperada reforma política de la Ciudad de México
fue aprobada en el Senado de la República en sesión ordi-
naria el pasado 15 de diciembre de 2015, después de años
de trabajo, estudio, dedicación y gracias a que el presiden-
te Enrique Peña Nieto asentó en el punto 5.4 del Pacto por
México su voluntad política y el compromiso de impulsar
la culminación de este proyecto.

“5.4. Reforma del Distrito Federal

Impulsaremos la culminación del proceso de reforma
del Distrito Federal. Para ello, se instalará una mesa
nacional de negociación para acordar sus términos. La
reforma comprenderá los siguientes temas: (Compromi-
so 91)

• Se definirá el nombre oficial de la Ciudad de México
que es la capital de la República.

• Se dotará de una Constitución propia al Distrito Fe-
deral.

• Se revisarán las facultades del jefe de gobierno y de la
Asamblea Legislativa del DF.

• En el orden de gobierno delegacional o equivalente se
impulsará la elección de gobiernos colegiados con re-
presentación plural, semejante a los ayuntamientos,
acorde a la presencia de las fuerzas políticas en cada
demarcación.

• Se definirá un esquema del Distrito Federal que con-
sidere su carácter de capital de la república.”

El sueño se culminó y fue que el pasado 20 de enero, la Co-
misión Permanente hizo la Declaratoria de Constituciona-
lidad de la Reforma Política de la Ciudad de México, con
la aprobación de 23 Congresos locales: Aguascalientes,
Baja California Sur, Campeche, Coahuila de Zaragoza,
Chiapas, Chihuahua, Durango, Guerrero, Hidalgo, Jalisco,
México, Michoacán, Nayarit, Oaxaca, Puebla, Quintana
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Roo, Sinaloa, Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Ve-
racruz y Zacatecas; y se hasta el momento se suma San
Luis Potosí.

A partir de este logro, el estatus del Distrito Federal fue
modificado para beneficio de sus ciudadanos, habitantes y
visitantes.

Esta reforma permite un cambio estructural de la Ciudad de
México como ente jurídico-político, con particularidades
propias de una entidad federativa, pero también deberá
asumir a plenitud su responsabilidad como integrante del
Pacto Federal.

Constituye a la Ciudad de México como una entidad fede-
rativa, en sustitución del Distrito Federal. Entre lo pro-
puesto, destaca:

• Será la entidad número 32 del país, con autonomía
propia y seguirá siendo capital de la República y sede de
los Poderes de la Unión;

• Se establecerá la Asamblea Constituyente que analiza-
rá, discutirá y aprobará el proyecto de Constitución Po-
lítica que envíe el jefe de gobierno;

• La Asamblea Constituyente deberá aprobar la Consti-
tución Política de la Ciudad de México a más tardar el
31 de enero de 2017;

• Se transforman las delegaciones políticas en alcaldías
con lo que los ciudadanos se verán beneficiados con la
prestación de un número importante de servicios públi-
cos;

• Deroga la facultad del Senado de remover al jefe de
gobierno de la Ciudad de México;

• Esta reforma trae la tan anhelada autonomía presu-
puestal; corresponderá al Poder Legislativo aprobar el
presupuesto de la entidad;

• Legislar en todas las materias que no estén expresa-
mente conferidas al Congreso de la Unión, entre otras.

El siguiente paso es la expedición de su Constitución Polí-
tica, con base en las previsiones de nuestra Carta Magna y
garantizar el pleno desarrollo de sus funciones en el asien-
to físico de sus poderes y sus organismos autónomos.

La reforma contempla en el artículo 44 constitucional que
la Ciudad de México es una entidad federativa, otorgándo-
le facultades constitucionales que serán de su competencia,
según lo establece el artículo 135 constitucional. Pero tam-
bién seguirá siendo la sede en donde se asientan los Pode-
res de la Unión y Capital de los Estados Unidos Mexica-
nos, lo que la ha caracterizado por ser el centro político del
país.

De esta manera, es indispensable homologar el marco jurí-
dico-normativo de la Cámara de Diputados ante la imple-
mentación de dicha reforma en la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Atendiendo al papel tan relevante que tiene la Ciudad de
México en nuestro país, la Comisión del Distrito Federal es
creada, para el estudio, análisis, dictaminación y desahogo
de los asuntos que le competen al Congreso de la Unión
con fundamento en el párrafo tercero apartado B del artí-
culo 122 de nuestra Carta Magna ya con la reforma apro-
bada, así como lo establecido en el artículo 40 numeral 3
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos.

Asimismo, resulta impostergable que la denominación de
la actual Comisión de Distrito Federal de la Cámara de
Diputados, se cambie por el de “Comisión de la Ciudad de
México”, y se homologue la normatividad con base en el
contenido constitucional.

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1,
fracción I, 77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados someto a la consideración de esta
Honorable Asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados

Artículo Primero. Se reforman los artículos 15 numeral 9;
22 numeral 2; 23 numeral 3 y 40 numeral 3 de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, quedando como sigue:

Artículo 15.



1. a 8. (...)

9. La elección de la Mesa Directiva se comunicará al pre-
sidente de la República, a la Cámara de Senadores, a la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, y a los órganos le-
gislativos de las entidades federativas.

10. (...)

Artículo 22.

1. (...)

2. El Presidente conduce las relaciones institucionales con
la Cámara de Senadores, con los otros dos Poderes de la
Unión, y los poderes de los Estados y las autoridades loca-
les de la Ciudad de México. Asimismo, tiene la represen-
tación protocolaria de la Cámara en el ámbito de la diplo-
macia parlamentaria.

3. (...)

4. (...)

Artículo 23.

1. y 2. (...)

3. Asimismo, conforme a la declaración de presidente elec-
to de los Estados Unidos Mexicanos que hubiere hecho el
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, co-
rresponde al presidente de la Cámara disponer la elabora-
ción inmediata del Bando Solemne; darlo a conocer al ple-
no en la sesión más próxima; ordenar su publicación en el
Diario Oficial de la Federación; y tomar las medidas nece-
sarias para que se difunda en los Periódicos Oficiales de las
entidades federativas y se fije en las principales oficinas
públicas de los estados, de la Ciudad de México y de los
municipios.

4. (...)

Artículo 40.

1. y 2. (...)

3. La Comisión de la Ciudad de México tiene a su cargo
tareas de dictamen legislativo y de información para el
ejercicio de las atribuciones de la Cámara previstas en el
artículo 122 constitucional.

4 y 5. (...)

Artículo Segundo. Se reforman los artículos 9, fracción
IV; 12, fracción II, y 59, numeral 1, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, quedando de la siguiente manera:

Artículo 9.

1. La suplencia procede cuando la diputada o el diputado
propietario:

I. a la III. (...)

IV. Desempeñe una comisión o empleo de la Federación,
de las entidades federativas, de los municipios o cual-
quier empleo remunerado del sector público, sin la licencia
previa de la Cámara, con excepción de las actividades que
desempeñen en instituciones y asociaciones docentes, cien-
tíficas, culturales y de investigación;

V. y VI. (...)

Artículo 12.

1. Los diputados y diputadas tendrán derecho a solicitar li-
cencia, en el ejercicio del cargo por las siguientes causas:

I. (...)

II. Optar por el desempeño de una comisión o empleo de
la Federación, de las entidades federativas y de los
municipios, por el que se disfrute de sueldo;

III. a la V. (...)

Artículo 59.

1. La Mesa Directiva integrará el proyecto del orden del
día de las sesiones que dará a conocer al pleno con las pro-
puestas que reciba oportunamente de la Junta, los dictáme-
nes y resoluciones que le turnen las comisiones, así como
los asuntos que reciba de la Cámara de Senadores, los otros
dos Poderes de la Unión, los Poderes de los Estados, las au-
toridades locales de la Ciudad de México, los municipios
y los organismos públicos o en su caso, de los particulares.

2. y 3. (...)
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Los asuntos que actualmente tenga a su cargo la
Comisión del Distrito Federal que estén pendientes de re-
solución, permanecerán en la Comisión de la Ciudad de
México en los mismos términos ya turnados.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión
Permanente del Congreso de la Unión, a 27 de enero de 2016.— Dipu-
tada Sharon María Teresa Cuenca Ayala (rúbrica).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Cuenca. Túrnese a la Comisión de
Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias de
la Cámara de Diputados, para dictamen.

LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LEY DE 
SEGURIDAD NACIONAL

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene ahora la palabra, por cinco minutos, la diputada Nor-
ma Xochitl Hernández Colín, a nombre del Grupo Parla-
mentario de Morena, para presentar iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma los artículos 141 y 143 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, y 56 de la Ley de Seguridad Nacional.

La diputada Norma Xochitl Hernández Colín: Con su
venia, diputado presidente. Señoras y señores legisladores,
las comisiones son órganos del Congreso que permiten una
adecuada división del trabajo y un estudio especializado de
las diversas materias, que hacen posible un funcionamien-
to más eficaz de la Cámara en el Poder Legislativo.

El nivel de complejidad que ha adquirido este poder, fruto
de la pluralidad política que en este se expresa, ha condu-
cido a fortalecer un régimen de comisiones permanentes.
Dentro de estas se encuentran las comisiones bicamarales,
concebidas para atender asuntos específicos.

El funcionamiento del Canal del Congreso y los servicios
que ofrece el Sistema de Bibliotecas está regulado por la

Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos.

Los temas relacionados con la seguridad nacional también
son atendidos desde la óptica del control parlamentario por
una comisión bicamaral, que se desprende de la Ley de Se-
guridad Nacional.

El Canal del Congreso tiene como función fomentar la di-
fusión del análisis, la discusión y el debate de los proble-
mas nacionales para fortalecer la opinión pública, que di-
cho análisis se realice con plena libertad y tolerancia, así
como construir un vínculo entre el Congreso, los órganos
que lo integran y la sociedad y que permite establecer una
mutua, sólida y fluida relación entre todas las partes.

De acuerdo con su Reglamento, el Canal tiene, entre otras
funciones, realizar la cobertura de aquellos espacios en los
que se produzcan eventos relacionados con su objeto, con-
tribuir a colocar en el espacio público los intereses de la na-
ción por encima de los intereses particulares o de grupo, en
el marco de la pluralidad democrática y tolerancia, y con-
siderar a la información y al conocimiento de la realidad
nacional como un bien y un derecho público a los cuales
deben acceder y ejercer todos los mexicanos.

El Canal del Congreso ha realizado una labor muy impor-
tante en la tarea de difusión del trabajo legislativo en co-
misiones, en los debates, en los análisis que se han llevado
a cabo, en los foros, durante las comparecencias, en las ba-
rras informativas, en los programas de análisis sobre la rea-
lidad nacional e internacional, así como en la transmisión
de programas culturales.

El Canal del Congreso será un instrumento fundamental
para conseguir el objetivo de contar con un parlamento
abierto en un régimen democrático al que aspiramos.

Por otra parte, el Congreso mexicano realiza una labor de
divulgación a través de su sistema de bibliotecas. Su mi-
sión es apoyar las labores institucionales de los diputados,
su cuerpo de asesores y los órganos de la Cámara, median-
te el suministro oportuno de un servicio de información in-
tegral basado en los recursos bibliográficos, documentales
y electrónicos.

Los servicios de bibliotecas también se ofrecen al público
en general. Las políticas que se definen en el seno de la Co-
misión Bicamaral, son de vital importancia para la presta-
ción eficiente de los servicios bibliotecarios.



No obstante, la relevancia de estas dos actividades, en los
artículos 141 y 143 de la Ley Orgánica del Congreso, se li-
mita a la participación de todos los grupos parlamentarios
en la conformación de las comisiones bicamarales del ca-
nal de televisión del Congreso y del Sistema de Bibliote-
cas.

En otro orden de ideas, preservar la seguridad nacional es
una de las tareas primordiales del Estado democrático, de
conformidad con la Ley de Seguridad Nacional. Y corres-
ponde al titular del Ejecutivo federal la determinación de la
política en la materia y dictar los lineamientos que permi-
tan articular las acciones de las dependencias que integran
el Consejo de Seguridad Nacional.

Así, la seguridad nacional es concebida como el conjunto
de acciones destinadas de manera inmediata y directa a
mantener la integridad, estabilidad y permanencia del Es-
tado mexicano. Sin embargo, el papel del Ejecutivo es pri-
mordial, la seguridad nacional está sujeta a un control par-
lamentario.

De esta manera, el artículo 56 de la ley de la materia esta-
blece, que las políticas y acciones vinculadas con la segu-
ridad nacional, estarán sujetas al control y evaluación del
Poder Legislativo federal, por conducto de una Comisión
Bicamaral integrada por tres senadores y tres diputados. En
este artículo se limita la participación de todas las fuerzas
políticas representadas en el Congreso.

El Grupo Parlamentario de Morena considera, que es im-
portante que estos asuntos que se conceden a esta Comi-
sión Bicamaral exige el concurso de las agrupaciones polí-
ticas del país, sin exclusión.

No hay ninguna razón legal ni política para que existan res-
tricciones en la composición de la Comisión Bicamaral de
Seguridad Nacional. Aceptar la integración más plural en
las comisiones bicamarales, como lo proponemos, en don-
de estén representados todos los grupos parlamentarios.

En tal virtud, se propone ampliar la representación política
de las tres comisiones bicamarales mencionadas, con el
propósito de que se encuentre representada la diversidad de
las opiniones que conforman esta nueva realidad mexicana.
Es cuanto.

«Iniciativa que reforma los artículos 141 y 143 de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos y 56 de la Ley de Seguridad Nacional, suscrita por

la diputada Norma Rocío Nahle García, del Grupo Parla-
mentario de Morena

Norma Rocío Nahle García, integrante de la LXIII Legis-
latura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
por el Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en
lo establecido en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 6, número 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta asamblea ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que reforman los ar-
tículos 141 y 143 de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos y 56 de la Ley de
Seguridad Nacional, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las comisiones son órganos del Congreso que permiten
una adecuada división del trabajo y un estudio especializa-
do de diversas materias, que hacen posible un funciona-
miento más eficaz de las Cámaras que lo integran. El nivel
de complejidad que ha adquirido el Poder Legislativo en
México, fruto de la pluralidad política que en éste se ex-
presa, han conducido a fortalecer un régimen de comisio-
nes permanentes. Dentro de éstas se encuentran las comi-
siones bicamarales concebidas para atender asuntos
específicos: el funcionamiento del Canal del Congreso y
los servicios que ofrece el sistema de bibliotecas están re-
gulados en la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos.

Los temas relacionados con la seguridad nacional también
son atendidos desde la óptica del control parlamentario por
una comisión bicamaral que se desprende de la Ley de Se-
guridad Nacional.

El Canal del Congreso tiene como función fomentar la di-
fusión del análisis, la discusión y el debate de los proble-
mas nacionales, para fortalecer la opinión pública, que se
realice con plena libertad y tolerancia, así como construir
un vínculo entre el Congreso, los órganos que lo integran y
la sociedad, que permita establecer una mutua, sólida y
fluida relación de información entre las partes.

De acuerdo con su reglamento, el canal tiene entre sus fun-
ciones a) realizar la cobertura en aquellos espacios en los
que se produzcan eventos relacionados con su objeto; con-
tribuir a colocar en el espacio público los intereses de la na-
ción por encima de los intereses particulares o de grupo, en
el marco de la pluralidad democrática y la tolerancia; c)
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considerar a la información y al conocimiento de la reali-
dad nacional como un bien y un derecho público a las cua-
les tienen derecho de acceder y ejercer todos los mexica-
nos.

El Canal del Congreso ha realizado una labor muy impor-
tante en la tarea de difusión del trabajo legislativo en co-
misiones, en los debates efectuados en el Pleno, en los aná-
lisis que se llevan a cabo en los foros, durante las
comparecencias de los funcionarios públicos, en las barras
informativas, en los programas de análisis sobre la realidad
nacional e internacional, así como en la transmisión de pro-
gramas culturales. El Canal del Congreso será un instru-
mento fundamental para conseguir el objetivo de contar
con un parlamento abierto en un régimen democrático co-
mo al que aspiramos.

Por otra parte, el Congreso mexicano realiza una labor de
divulgación a través de su sistema de bibliotecas. Su mi-
sión es apoyar las labores institucionales de los diputados,
su cuerpo de asesores, y los órganos de la Cámara, me-
diante el suministro oportuno de un servicio de informa-
ción integral basado el recursos bibliográficos, documenta-
les y electrónicos. Los servicios de bibliotecas también se
ofrecen al público en general. Las políticas que se definen
en la comisión bicamaral son de vital importancia para la
prestación eficiente de los servicios bibliotecarios.

En otro orden de ideas, preservar la seguridad nacional es
una de las tareas primordiales de un estado democrático.
De conformidad con la Ley de Seguridad Nacional corres-
ponde al titular del Ejecutivo Federal la determinación de
la política en la materia y dictar los lineamientos que per-
mitan articular las acciones de las dependencias que inte-
gran el Consejo de Seguridad Nacional. Así, la seguridad
nacional es concebida como el conjunto de acciones desti-
nadas de manera inmediata y directa a mantener la integri-
dad, estabilidad y permanencia del Estado mexicano.

No obstante que el papel del Ejecutivo es primordial, la se-
guridad nacional está sujeta a un control parlamentario. De
esta manera el artículo 56 de la ley de la materia establece:

Artículo 56. Las políticas y acciones vinculadas con la
seguridad nacional estarán sujetas al control y evalua-
ción del Poder Legislativo federal, por conducto de una
comisión bicamaral integrada por tres senadores y tres
diputados.

La presidencia de la comisión será rotativa y recaerá al-
ternadamente en un senador y un diputado.

Complementariamente, el artículo 57 de la ley citada esta-
blece las atribuciones de dicha comisión:

Artículo 57. La comisión bicamaral tendrá las siguien-
tes atribuciones:

I. Solicitar informes concretos al centro cuando se dis-
cuta una ley o se estudie un asunto concerniente a su ra-
mo o actividades;

II. Conocer el proyecto anual de la Agenda Nacional de
Riesgos y emitir opinión al respecto;

III. Conocer el informe a que hace referencia el artícu-
lo 58 de esta ley;

IV. Conocer los reportes de actividades que envíe el di-
rector general del centro al secretario ejecutivo;

V. Conocer los informes generales de cumplimiento de
las directrices que dé por escrito el secretario ejecutivo
al director general del centro;

VI. Conocer de los acuerdos de cooperación que esta-
blezca el centro y las acciones que realicen en cumpli-
miento de esos acuerdos;

VII. Requerir al centro y a las instancias correspondien-
tes los resultados de las revisiones, auditorías y procedi-
mientos que se practiquen a dicha institución;

VIII. Enviar al consejo cualquier recomendación que
considere apropiada; y

IX. Las demás que le otorgue otras disposiciones lega-
les.

Por ello, el Grupo Parlamentario de Morena considera que
la importancia de los asuntos que conoce esta comisión
exige el concurso de todas las fuerzas políticas del país re-
presentadas en el Congreso. No hay ninguna razón legal ni
política para que existan limitaciones en la composición de
la Comisión Bicamaral de Seguridad Nacional.

Aceptar la integración más plural en las comisiones bica-
marales como lo proponemos, en donde estén representa-



dos todos los grupos parlamentarios, evitará interpretacio-
nes discrecionales de la Ley Orgánica del Congreso a la
hora de conformarlas como ocurrió en la Cámara de Dipu-
tados al inicio de esta legislatura, en que el acuerdo de su
integración no fue sometido al pleno, violando lo dispues-
to en dicha ley.

En tal virtud, Morena propone ampliar la representación
política en las tres comisiones bicamarales mencionadas
con el propósito de que se encuentre representada la diver-
sidad de opiniones políticas que conforman la nueva reali-
dad mexicana. El pluralismo, signo distintivo de nuestra in-
cipiente democracia, debe reflejarse en la integración de
todas las comisiones bicamarales del Congreso.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa de

Decreto por el que se reforman los artículos 141 y 143
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y 56 de la Ley de Seguridad Na-
cional

Artículo Primero. Se reforman los párrafos segundo del
artículo 141 y tercero del artículo 143 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue

Artículo 141.

1. …

2. La comisión estará integrada por diputados y senadores
electos por el pleno de cada Cámara a propuesta de las res-
pectivas juntas de coordinación política, bajo los princi-
pios de proporcionalidad y pluralidad, garantizando
que queden representados todos los grupos parlamen-
tarios. En su caso, los legisladores de la comisión repre-
sentarán a sus grupos parlamentarios en ambas Cámaras.

3. a 5. …

Artículo 143.

1. y 2. …

3. La administración y operación de las Bibliotecas será
responsabilidad de los servicios establecidos en cada Cá-
mara, conforme a los títulos segundo y tercero de esta ley,
y a través de una comisión bicamaral del Sistema de Bi-

bliotecas, integrada por diputados y senadores, electos por
el Pleno de cada Cámara a propuesta de las respectivas jun-
tas de coordinación política, bajo los principios de pro-
porcionalidad y pluralidad, garantizando que queden
representados todos los grupos parlamentarios. En su
caso, los legisladores de la comisión representarán a sus
grupos parlamentarios en ambas Cámaras.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 56 de la Ley de
Seguridad Nacional, para quedar como sigue:

Artículo 56. Las políticas y acciones vinculadas con la se-
guridad nacional estarán sujetas al control y evaluación del
Poder Legislativo federal, por conducto de una comisión
bicamaral integrada por senadores y diputados, electos por
el pleno de cada Cámara a propuesta de las respectivas jun-
tas de coordinación política, bajo los principios de pro-
porcionalidad y pluralidad, garantizando que queden
representados todos los grupos parlamentarios.

La presidencia de la comisión será rotatoria y recaerá al-
ternadamente en un senador y un diputado.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de enero de 2016.— Diputada
y diputado: Norma Rocío Nahle García, Virgilio Dante Caballero Pe-
draza (rúbricas).»

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada Hernández. Túrnese a las Comisio-
nes Unidas de Régimen, Reglamentos y Prácticas Par-
lamentarias, y de Gobernación de la Cámara de Dipu-
tados, para dictamen.

El siguiente punto del orden del día son los dictámenes a
discusión de proposiciones con puntos de acuerdo. Y co-
rresponde a la discusión de dictámenes de la Segunda Co-
misión. Pido a la Secretaría dar cuenta de los enunciados.
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DISCUSIÓN DE DICTÁMENES CON PUNTOS DE
ACUERDO DE LA SEGUNDA COMISIÓN

RECONOCIMIENTO A LOS CIUDADANOS MEXI-
CANOS POR LOS PREMIOS OTORGADOS EN LA
EDICIÓN NÚMERO 73 DE LOS GLOBOS DE ORO

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: A discu-
sión el dictamen de la Segunda Comisión, por el que se ha-
ce un reconocimiento a los ciudadanos mexicanos por los
premios otorgados en la edición número 73 de los Globos
de Oro.
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IMPLANTACIÓN DE PLANES DE MANEJO DE LAS
ZONAS ARQUEOLÓGICAS DEL PAÍS

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: A discu-
sión el dictamen de la Segunda Comisión, por el que se ex-
horta al INAH a informar, sobre la implantación de planes
de manejo de las zonas arqueológicas del país.
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CONCLUIR LOS ACUERDOS CON LA EMBAJADA
DE AZERBAIYÁN PARA FORTALECER LAS RELA-
CIONES DIPLOMÁTICAS CON ESE PAÍS

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: A discu-
sión el dictamen de la Segunda Comisión, por el que se ex-
horta al Jefe de Gobierno del Distrito Federal a concluir los
acuerdos con la Embajada de Azerbaiyán para fortalecer
las relaciones diplomáticas con ese país.
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CONDENA EL ENSAYO NUCLEAR EFECTUADO
POR LA REPÚBLICA POPULAR DE COREA

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: A discu-
sión el dictamen de la Segunda Comisión, por el que se
condena el ensayo nuclear efectuado por la República Po-
pular de Corea.
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PROMOVIENDO EL INTERCAMBIO COMERCIAL,
CULTURAL, SOCIAL, ACADÉMICO Y TURÍSTICO
ENTRE MÉXICO Y TAIWÁN

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: A discu-
sión el dictamen de la Segunda Comisión, por el que ex-
horta al Ejecutivo Federal para que, a través de la Secreta-

rías de estado correspondientes, se redoblen los esfuerzos
para continuar promoviendo el intercambio comercial, cul-
tural, social, académico y turístico entre México y Taiwán.
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RECHAZA CUALQUIER ACTO QUE VAYA ENCAMI-
NADO A CRIMINALIZAR LA PROTESTA SOCIAL
PACÍFICA Y LA UTILIZACIÓN DE LA FUERZA
PÚBLICA CON EL OBJETIVO DE CALLAR VOCES
OPOSITORAS

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: A discu-
sión el dictamen de la Segunda Comisión, por los que se re-
chaza cualquier acto que vaya encaminado a criminalizar la

protesta social pacífica y la utilización de la fuerza pública
con el objetivo de callar voces opositoras, y expresa su to-
tal rechazo a cualquier uso indebido de los recursos del era-
rio público.
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GARANTICEN LA EDUCACIÓN DE CALIDAD EN EL
SISTEMA EDUCATIVO DE TELESECUNDARIAS POR
MEDIO DE EQUIPO RECEPTORES Y DECODIFICA-
DORES NECESARIOS

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: A discu-
sión el dictamen de la Segunda Comisión, por el que se ex-
horta respetuosamente a la SCT y a la SEP para que en co-

ordinación con sus homólogas estatales garanticen la edu-
cación de calidad en el sistema educativo de telesecunda-
rias por medio de equipo receptores y decodificadores ne-
cesarios para la adopción de la transición de la televisión
digital terrestre.
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DIFUNDIR EL CONTENIDO DE LOS CONVENIOS DE
COORDINACIÓN CELEBRADOS CON EL GOBIERNO
FEDERAL PARA EJERCER RECURSOS DEL PRO-
GRAMA”ESCUELA AL CIEN”

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: A discu-
sión el dictamen de la Segunda Comisión, por el que se ex-
horta a la SEP y a la Inifed de los estados a difundir el con-
tenido de los convenios de coordinación celebrados con el

Gobierno Federal para ejercer recursos del Programa “Es-
cuela al Cien”.
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ACTUALICE EL CONTENIDO DE LOS LIBROS DE
TEXTO GRATUITOS PARA EL PRÓXIMO CICLO 
ESCOLAR

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: A discu-
sión el dictamen de la Segunda Comisión, por el que ex-
horta a la SEP para que en el ejercicio de sus atribuciones,

revise y en su caso, actualice el contenido de los libros de
texto gratuitos para el próximo ciclo escolar, de manera
que respondan a las exigencias de educación en nuestro
país.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias. Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación
económica, si se aprueban, excepto los dictámenes enlista-
dos en el orden del día con los números 2, 3, 7, 8, 10 y 15,
que se separan para su discusión.

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: En vo-
tación económica, se consulta a la asamblea si son de apro-
barse los puntos de acuerdo no separados para su discu-

sión. Las legisladoras y los legisladores que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las legisladoras y los le-
gisladores que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.
Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobados los puntos de acuerdo. Comuníquense. Y
por lo que se refiere al último de estos, archívese el ex-
pediente como asunto totalmente concluido.
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ACCESIBILIDAD UNIVERSAL EN LAS INSTALA-
CIONES POR REHABILITAR MEDIANTE EL PRO-
GRAMA “ESCUELAS AL CIEN”

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: A discu-
sión el dictamen de la Segunda Comisión, por el que se ex-
horta a los institutos de Infraestructura Física Educativa de

las entidades federativas y al Consejo Nacional para el De-
sarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad a
considerar acciones de accesibilidad universal en las insta-
laciones por rehabilitar mediante el Programa “Escuelas al
Cien”.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene la palabra, la diputada Yolanda De la Torre Valdez,
del Grupo Parlamentario del PRI, para hablar en pro, hasta
por tres minutos.

La diputada Yolanda De la Torre Valdez: Con su permi-
so, diputado presidente. Con su venia, señor vicecoordina-
dor, diputado Jorge Carlos Ramírez Marín. En México los
derechos humanos son un asunto de Estado. Son una causa
que nos convoca y nos une a todos, o a eso debe llevarnos,
a que trabajemos en un solo frente –Enrique Peña Nieto,
Los Pinos, 10 de diciembre de 2015.

Compañeras y compañeros legisladores. La Convención
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad seña-
la a la sensibilidad como uno de los principios centrales pa-
ra que las personas con discapacidad gocen plenamente sus
derechos en igualdad de condiciones.

México, como Estado parte de la convención, está obliga-
do a realizar acciones pertinentes a fin de acondicionar,
adaptar y proyectar debidamente el entorno donde las per-
sonas con discapacidad acceden a sus derechos. Estas ac-
ciones deben incluir identificación y eliminación de obstá-
culos y barreras de acceso en los edificios, las vías
públicas, el transporte y otras instalaciones exteriores e in-
teriores como escuelas, viviendas, instalaciones médicas y
lugares de trabajo.

En materia de educación la convención en su artículo 24
nos dice que para hacer efectivo el derecho de las personas
con discapacidad a la educación sin discriminación y sobre
la base de igualdad de oportunidades, los Estados parte de-
ben de asegurar que las personas con discapacidad no que-
den excluidas del sistema general de educación, y que los
niños y las niñas con discapacidad no queden excluidos de
la enseñanza primera gratuita obligatoria ni de la enseñan-
za secundaria por motivos de discapacidad.

Además nos dice que se deben realizar todos los ajustes ra-
zonables en función de las necesidades de los niños y de las
niñas. La convención de referencia y los tratados interna-
cionales son Ley Suprema de la Unión de acuerdo al 133
constitucional.

Por otra parte, las personas con discapacidad se encuentran
en severas desventajas en relación a la educación contra
sus pares sin discapacidad. En materia de asistencia social,
por ejemplo, las personas con discapacidad entre tres y 23

años presentan una tasa de asistencia escolar menor en un
16 por ciento que las personas sin discapacidad.

En el nivel de escolaridad, el 27.9 por ciento no tiene estu-
dios, el 45 por ciento terminó apenas un año de primaria, el
13 por ciento ha concluido apenas un año de secundaria; el
7.3 por ciento apenas un año de educación media superior
y solo el 5.2 por ciento uno de educación superior. El 29
por ciento de las personas con discapacidad física son anal-
fabetas.

Por estas y muchas razones más que estuvieron en las ex-
posición de motivos, es importante la aprobación de este
punto de acuerdo, y que va dirigido a los operadores en las
entidades federativas, porque sin edificios escolares acce-
sibles, las niñas y los niños con discapacidad no tendrán
oportunidad de ejercer su derecho a la educación; si no tie-
nen derecho a la educación no podrán aspirar a trabajos
mejor calificados y no serán adultos independientes. Su
destino será la marginación, la discriminación y la exclu-
sión social. Por ello agradezco mucho a la comisión por el
apoyo y aprobación de este punto, y a ustedes, legisladores,
porque sé que estarán de acuerdo. Muchísimas gracias.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, diputada De la Torre. Consulte la Secretaría a la
asamblea en votación económica si se aprueba.

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: En vo-
tación económica se consulta a la asamblea si es de apro-
barse el punto de acuerdo. Las legisladoras y los legislado-
res que estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo. Las
legisladoras y los legisladores que estén por la negativa,
sírvanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la
afirmativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobado, comuníquese. 
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PROMOCIÓN DE LA ACTIVIDAD FÍSICA EN LOS
PLANES Y PROGRAMAS DE ESTUDIO DE EDUCA-
CIÓN BÁSICA

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: A discu-
sión el dictamen de la Segunda Comisión, relativo a la pro-
moción de la actividad física en los planes y programas de
estudio de educación básica.
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Tiene la palabra la senadora Anabel Acosta Islas, del Gru-
po Parlamentario del PRI, para hablar en pro, por tres mi-
nutos.

La senadora Anabel Acosta Islas: Con su venia, presi-
dente. Compañeras y compañeros legisladores, hago el uso
de esta tribuna para referirme al presente dictamen, el cual
tiene como propósito la promoción de la actividad física en
los planes y programas de estudio de educación básica.

La Organización Mundial de la Salud señala que “en el
mundo más de mil 900 millones de personas de 18 años o
más, tienen sobrepeso y de las cuales más de 600 millones
presentaban obesidad, y además el 39 por ciento padecían
sobrepeso”.

De acuerdo con el informe Kilos de más pesos de menos,
publicado por el Instituto Mexicano para la Competitivi-
dad, en 2015, nuestro país vive una epidemia de obesidad,
donde el 73 por ciento de los adultos y el 35 por ciento de
los niños, niñas y adolescentes, tienen sobrepeso u obesi-
dad, es decir, en total 60.6 millones de personas se encuen-
tran en esa condición.

El sobrepeso como la obesidad son un problema multifac-
torial, por lo que debemos analizar todas aquellas alterna-
tivas que nos conduzcan a su prevención y combate. El so-
brepeso y la obesidad es el principal factor de riesgo de
discapacidad y muerte de los mexicanos. Además, genera
altas pérdidas económicas, además de mayores costos al
erario para tratar las enfermedades asociadas.

Por eso, la activación física representa una oportunidad pa-
ra revertir la tendencia de estos padecimientos, de ahí la
trascendencia de analizar la eficacia y fortalecer, en su ca-
so, los planes y programas de estudios en esa materia des-
de la educación básica.

Para avanzar en el cumplimiento de este objetivo, resulta
indispensable la creación de mayores espacios deportivos
dentro de los planteles escolares y promover una mayor ca-
pacitación, y actualización de los docentes de esta materia.

Debe apostarse a la calidad de los programas de educación
física y a la calidad del profesorado que imparte esta asig-
natura, misma que enseña a niños y jóvenes a potenciar sus
capacidades físicas.

La educación física permite lograr un comportamiento
asertivo y de confianza en uno mismo en diversas situacio-
nes, y además permite a los jóvenes descubrir formas de
gestionar las emociones negativas y el estrés de una mane-
ra constructiva.

Es necesario que la Secretaría de Educación Pública, en
coordinación con la Secretaría de Salud, rediseñen y forta-
lezcan los planes y programas de estudios en materia de
educación física, así como los programas de formación do-
cente en la materia, a fin de que atiendan a los criterios in-
ternacionales sobre la activación física.

Es importante seguir trabajando para impulsar políticas pú-
blicas que permitan prevenir y combatir la obesidad en es-
te sector de la población. Por ello, los invito, compañeras y
compañeros a votar a favor del presente dictamen para
promover la activación física en los planes y programas de
estudios de la educación básica. Muchas gracias. Es cuan-
to, presidente.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Gracias, senadora Acosta. Consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se aprueba.

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: En vo-
tación económica se consulta a la asamblea si es de apro-
barse el punto de acuerdo. Las legisladoras y los legislado-
res que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las
legisladoras y los legisladores que estén por la negativa sír-
vanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afir-
mativa.

El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Aprobado, comuníquese.

Ahora abordaremos el dictamen número siete, con punto
de acuerdo por el que se solicita a la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores que analice la Convención Interamericana
sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Per-
sonas Mayores y, en su caso, valore su pertinencia a fin de
recomendar al presidente constitucional de los Estados
Unidos Mexicanos la adhesión de nuestro país a dicha con-
vención.
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RECOMENDAR AL PRESIDENTE CONSTITUCIONAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS LA ADHE-
SIÓN DE NUESTRO PAÍS A DICHA CONVENCIÓN

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: A discu-
sión el dictamen de la Segunda Comisión, por el cual se so-
licita a la SRE que analice la convención interamericana

sobre la protección de los derechos humanos de las perso-
nas mayores, y en su caso, valore su pertinencia, a fin de
recomendar al Presidente Constitucional de los Estados
Unidos Mexicanos la Adhesión de nuestro país a dicha
convención. 
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El Presidente diputado José de Jesús Zambrano Grijalva:
Y tiene la palabra la senadora Lucero Saldaña Pérez, del
Grupo Parlamentario del PRI, para hablar en pro hasta por
tres minutos.

La senadora María Lucero Saldaña Pérez: Muchas gra-
cias, presidente. Efectivamente hoy que escuchamos al
presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, bueno, pues hay grupos con mayor vulnerabilidad,
y uno de ellos son las personas adultas mayores.

Nuestro país está inmerso en el compromiso con los dere-
chos humanos a través del marco internacional y de nues-
tro marco nacional. Es importante que se valore precisa-
mente para que podamos ratificar, podamos sumarnos a
esta convención que garantiza el que no solamente ya haya
una ley específica para adultos mayores a nivel nacional,
sino que podamos tener un marco más completo y que ha-
ya mayores garantías para nuestros adultos mayores.

Sabiendo de la protección de los derechos humanos para
las personas mayores, la importancia que tiene es que hoy
venimos a sumarnos a que el dictamen de esta comisión
pueda ser aprobado por la Comisión Permanente.

Entre los diversos problemas a los que se enfrentan las per-
sonas adultas mayores están el abandono, la discrimina-
ción, el maltrato, la violencia en todos sus tratos, la des-
igualdad, la negligencia, la falta de acceso a muchos
cuidados y a los servicios de salud en lo general. Estos son
de los más graves, pero todos sabemos que pues el acceso
a la inclusión es lo más importante.

Y, si bien históricamente México se ha pronunciado a favor
de diversos instrumentos internacionales que protejan los
derechos humanos, hoy pues queremos que este grupo pue-
da sumarse a que nuestro país dé garantías y se mejore el
bienestar social de nuestros adultos mayores. Nuestra po-
blación sí es joven, pero también necesitamos que haya es-
ta facilidad en los accesos, en la inclusión y en el respeto a
los derechos humanos.

Quisiera, señor presidente, al mismo tiempo sumar tam-
bién sobre el tema de derechos humanos el dictamen para
que las autoridades migratorias de Estados Unidos sean in-
vestigadas, que se investigue a fondo sobre las violaciones
a los derechos humanos de nuestras mexicanas y mexica-
nos que estén en proceso de deportación; ya que la Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos puede interve-
nir. Y que sea a través de otro instrumento, otro organismo

internacional como la Organización de Estados America-
nos que pueda ser apoyada, y así que la Secretaría de Re-
laciones Exteriores de nuestro país pueda exhortar y apo-
yar a que estas investigaciones se den.

Todos sabemos que estamos pidiendo un trato justo, tanto
en la frontera sur como en la frontera norte, y es importan-
te que estas deportaciones no sean criminalizadas, que no
sean vistas como delincuentes sino como sujetos al respeto
de derechos humanos. Hay quienes trabajan, hay quienes
van a estudiar, hay quienes se movilizan en todo el mundo
y es importante que la migración siga teniendo las garantí-
as en ese sentido.

Por ello es que, compañeras y compañeros, la violación sis-
temática de los derechos humanos de las personas migran-
tes y las personas que son deportadas debe ser investigada.
Y nos sumaríamos también, les pedimos que sea un voto
aprobatorio para que nuestro país sume ante los organis-
mos internacionales de este continente y nuestra Secretaría
de Relaciones Exteriores, que es el área del Ejecutivo y que
puedan respaldar esta iniciativa. Por su atención y su apro-
bación, muchas gracias.

Presidencia de la senadora 
Ivonne Liliana Álvarez García

La Presidenta senadora Ivonne Liliana Álvarez García:
Muchas gracias, senadora Lucero Saldaña, consulte la Se-
cretaría a la asamblea, en votación económica, si se aprue-
ba.

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: En vo-
tación económica, se consulta a la asamblea si es de apro-
barse el punto de acuerdo. Las legisladoras y los legislado-
res que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las
legisladoras y los legisladores que estén por la negativa
sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, señora
presidenta.

La Presidenta senadora Ivonne Liliana Álvarez García:
Muy bien. Aprobado. Comuníquese.
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LABORES DE MONITOREO QUE LA CIDH REALIZA
PERIÓDICAMENTE EN LA FRONTERA SUR DE 
ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: A discu-
sión el dictamen de la Segunda Comisión, por el que ex-
horta a la SRE, para que a través de la OEA dé puntual se-

guimiento a las labores de monitoreo que la CIDH realiza
periódicamente en la frontera sur de Estados Unidos de
América sobre la situación de los derechos humanos de las
personas migrantes.
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La Presidenta senadora Ivonne Liliana Álvarez García:
En este tenemos la participación de la senadora Lucero Sal-
daña, que ahorita mencionó en su participación ya hablar a
favor de este dictamen. ¿Con eso quedaría ya concluida su
participación?

La senadora María Lucero Saldaña Pérez (desde la cu-
rul): Sí, presidenta.

La Presidenta senadora Ivonne Liliana Álvarez García:
¿Habrá algún otro senador o diputado que quiera hacer uso
de la palabra en este dictamen? De no ser así, le pediría a
la Secretaría someter este dictamen, en votación económi-
ca, si es de aprobarse.

La Secretaria diputada Araceli Saucedo Reyes: En vo-
tación económica, se consulta a la asamblea si es de apro-
barse el presente dictamen. Las legisladoras y los legisla-
dores que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las
legisladoras y los legisladores que estén por la negativa sír-
vanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, señora pre-
sidenta.

La Presidenta senadora Ivonne Liliana Álvarez García:
Aprobado. Comuníquese.
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